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Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA AL

CONSEJO GENERAL DEL INE A TRANSPARENTAR LOS CRI-
TERIOS DE FISCALIZACIÓN SOBRE ACTOS ANTICIPADOS DE

CAMPAÑA, LOS MECANISMOS PARA DETECTARLOS Y, EN SU

CASO, SANCIONARLOS, ASÍ COMO LOS PROCEDIMIENTOS

QUE DESARROLLE ACTUALMENTE A FIN DE PONER EN

PRÁCTICA TALES PRINCIPIOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los suscritos, diputados federales integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXIII Legislatura del H. Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción III, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a consideración
del Pleno la siguiente proposición con punto de acuer-
do de urgente resolución, con base en la siguiente: 

Exposición de Motivos

I. Complejidad del proceso electoral

El proceso electoral 2017-2018 será el más complejo e
inédito de la historia de la democracia, tanto por el nú-
mero de cargos que se renovarán como por la fiscali-
zación constante sobre los actos, gastos y sus conse-
cuencias en los procesos electorales. Ante ello, la
certeza sobre las reglas y su aplicación para garantizar
la equidad en las contiendas, es una exigencia que tie-
ne obligación de atender la autoridad electoral de fon-
do y no sólo de forma. 

II. El INE debe otorgar certidumbre sobre cuáles
son las conductas sancionables

El INE debe estar a la altura de las circunstancias que
la historia le demanda, su presidente y sus consejeros
no pueden argumentar que lo intentaron, pero que se
obstaculizó su pretendida actuación porque invadía fa-
cultades, y con ello permitir que diversos actores in-
tenten burlar la ley y a la autoridad y sus consecuen-
cias a partir de la indefinición sobre los elementos que
constituyen un acto anticipado de precampaña y de
campaña, los mecanismos necesarios para su detec-
ción, calificación y sanción.

III. Es indispensable contar con lineamientos claros
sobre los elementos que constituyen un acto antici-
pado de campaña, los mecanismos necesarios para
su detección, calificación y sanción

Es necesario que el INE conforme a sus facultades, re-
copile, sistematice, interprete y aplique los criterios
emitidos por las autoridades jurisdiccionales y que han
quedado firmes, con la finalidad de transparentar a los
sujetos obligados y a la ciudadanía en general, reglas
de valoración y fiscalización sobre actos anticipados
de precampaña y campaña, los mecanismos para de-
tectarlos y sancionarlos, así como los procedimientos
desarrollados para poner en práctica dichos criterios a
fin de que las consecuencias sean conocidas por todos
y su aplicación sea contundente, para así evitar daños
o ventajas indebidas de imposible reparación que pu-
dieran afectar gravemente a la equidad en la contienda
electoral, siendo ésta una principio rector de nuestra
democracia.

Por lo anteriormente expuesto, proponemos la si-
guiente proposición con: 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al Consejo
General del Instituto Nacional Electoral para que
transparente los criterios de fiscalización sobre actos
anticipados de precampaña y de campaña, los meca-
nismos para detectarlos y, en su caso, sancionarlos; así
como los procedimientos que actualmente esté des-
arrollando para poner en práctica dichos criterios. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de noviembre de 2017.

Diputado César Camacho (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

PROFECO, EL INAI Y LA PGR A TOMAR EN EL MARCO DE

SUS FACULTADES Y COMPETENCIAS MEDIDAS PARA PROTE-
GER A LOS USUARIOS DE UBER, SUSCRITA POR LOS INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

Los suscritos diputados, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional en la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 70 y  74  de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
por el 26 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, fracción I,
y 79, numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados sometemos a la consideración de
esta Soberanía, el presente punto de acuerdo con base
en las siguientes: 

Consideraciones  

El martes 21 de noviembre, la empresa Uber dio a co-
nocer que en octubre de 2016 fueron hackeados los da-
tos de 57 millones de usuarios y 7 millones de chofe-
res en todo el mundo.

El gerente general de la empresa, Dara Khosrowshasi,
informó que la información robada correspondió a los
nombres de los usuarios, sus correos electrónicos y nú-
meros de teléfonos.

Sin embargo, aseguró que la información sobre los tra-
yectos realizados, los números de tarjeta de crédito y
cuentas bancarias, los números de seguridad social y
las fechas de nacimiento de los usuarios no habrían si-
do pirateados.

Khosrowshahi explicó que después del incidente, de
inmediato se tomaron las medidas necesarias medidas
para proteger los datos de los usuarios y poner fin al
acceso ilegal de información, se identificaron a los
maleantes y se obtuvieron garantías de que los datos
sustraídos se destruirían.

De acuerdo con la agencia Bloomberg, Uber pagó 100
mil dólares a los piratas para que destruyeran la infor-
mación sin divulgar a los usuarios o conductores que
sus datos estaban en riesgo.

De acuerdo con la información de El Financiero, un
vocero de Uber en México aseguró que la empresa es-

tá en proceso de notificar a varias autoridades regula-
torias y gubernamentales sobre estos hechos, y que es-
peramos tener un diálogo continuo con ellas para es-
clarecerlos.

Recordó que tras el incidente de 2016, se implementa-
ron medidas de seguridad para restringir el acceso y
fortalecer los controles en las cuentas de almacena-
miento de datos basadas en la nube de la compañía.

En julio de 2017, el director global de Uber, David
Richter, destacó que la Ciudad de México es la se-
gunda ciudad con más presencia de la firma en el
mundo.

La declaración se hizo en el marco del anuncio de una
inversión de 6 mil 850 millones de pesos para iniciati-
vas y promociones, nuevas funciones para mejorar la
seguridad y experiencia, y procesos para fortalecer un
soporte continuo virtual y presencial durante el uso de
la aplicación.

Por su parte, Federico Ranero, director de la empresa
en México, dijo que actualmente Uber tiene 230 mil
socios conductores activos en México y que la firma
tenía la intención de duplicar dicha cifra en un perio-
do de año y medio.

Por lo anteriormente expuesto se presenta esta propo-
sición de urgente y obvia resolución con

Puntos de acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados exhorta
a la Procuraduría Federal del Consumidor a que, en el
marco de sus atribuciones y facultades, refuerce la
protección de todos los usuarios de Uber y haga un lla-
mado a dicha empresa para garantizar la salvaguarda y
seguridad de la información de sus clientes en todas
sus plataformas. 

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta
al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la In-
formación y Protección de Datos Personales a que, en
el marco de sus facultades y atribuciones constitucio-
nales, oriente a los usuarios de Uber para proteger sus
datos personales y exija a la empresa actualizar su avi-
so de privacidad y reforzar la seguridad cibernética de
sus plataformas.
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Tercero. La honorable Cámara de Diputados exhorta a
la Procuraduría General de la República a que, en el
marco de sus facultades y competencias, inicie una in-
vestigación de oficio por probables delitos cibernéti-
cos que se hayan cometido en contra de los clientes de
la empresa Uber.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 23 días del mes de noviembre de 2017.

Diputados del Grupo Parlamentario del PAN
(Rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR AL GOBIERNO

FEDERAL Y LA COMISIÓN NACIONAL DE SALARIOS MÍNI-
MOS, PARA QUE SE CONSIDERE A LA BREVEDAD UN INCRE-
MENTO AL SALARIO MÍNIMO, QUE CUBRA LAS NECESIDA-
DES BÁSICAS ESTABLECIDAS EN LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DEL DIPUTADO ARTURO SANTANA ALFARO, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PRD

El que suscribe Arturo Santana Alfaro Diputado Fede-
ral del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, integrante de la LXIII Legislatura
del Congreso de la Unión, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 6 y 79 numeral 2 fracción III
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración del Pleno de esta Honorable Asamblea
el siguiente Punto de Acuerdo de Urgente y Obvia re-
solución al tenor de las siguientes: 

Consideraciones

El Salario Mínimo de acuerdo con lo estipulado por el
artículo 90 de la Ley Federal del Trabajo, es la canti-
dad menor que debe recibir en efectivo el trabajador
por los servicios prestados en una jornada de trabajo. 

Se considera de utilidad social el establecimiento de
instituciones y medidas que protejan la capacidad ad-
quisitiva del salario y faciliten el acceso de los traba-
jadores a la obtención de satisfactores.

De acuerdo con la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), el salario mínimo es la suma mínima que
deberá pagarse al trabajador, que no puede ser dismi-
nuida, ni por acuerdo individual ni colectivo, que está
garantizada por la ley y puede fijarse para cubrir las
necesidades mínimas del trabajador y de su familia; te-
niendo en consideración las condiciones económicas y
sociales de los Países. 

Por otra parte, en el artículo 123 Apartado A fracción
VI  de la Carta Magna se establece que los salarios mí-
nimos generales deberán ser suficientes para satisfacer
las necesidades normales de un jefe de familia, en el
orden material, social y cultural, y para proveer a la
educación obligatoria de los hijos. Los salarios míni-
mos profesionales se fijarán considerando, además, las
condiciones de las distintas actividades económicas.

En base al informe emitido en el año 2014, por parte
del Programa de las Naciones Unidas para el Desarro-
llo, el sueldo mínimo en México fue de 146,15 dólares
al mes, ubicándose en los últimos lugares de la región
según dicho informe. Igualmente la Comisión Econó-
mica para América Latina y el Caribe (Cepal), situó al
País como el único con el salario mínimo inferior al
umbral de la pobreza, y un 14% de los trabajadores re-
ciben un ingreso aún inferior a éste. 

El 20 de octubre pasado, el Presidente de la Comisión
Nacional de los Salarios Mínimos recibió escrito del
Secretario del Trabajo y Previsión Social, Alfonso Na-
varrete Prida, por medio del cual le hace llegar la soli-
citud de revisión de los salarios mínimos que le pre-
sentaron el Presidente del Congreso del Trabajo, el
Secretario General de la Confederación de Trabajado-
res de México (CTM) y los Representantes de los Tra-
bajadores ante la Comisión Nacional de los Salarios
Mínimos, en uso de la facultad que les confiere la frac-
ción II del artículo 570 de la Ley Federal del Trabajo;
escrito en el que además se hace constar que la Secre-
taría del Trabajo y Previsión Social se ha cerciorado
que dicha solicitud satisface el requisito de que los so-
licitantes representan, por lo menos, el 51% de trabaja-
dores sindicalizados como lo establece el inciso a) frac-
ción II del artículo 570 de la Ley Federal del Trabajo.
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El Consejo de Representantes después de estudiar la
solicitud y decidir si los fundamentos que la apoyaban
fueron suficientes para iniciar el proceso de revisión,
resolvió afirmativamente la continuación de dicho
proceso. Para este efecto, el Presidente de la CONA-
SAMI ordenó a la Dirección Técnica de la misma la
preparación de un Informe que considere el movi-
miento de los precios y sus repercusiones en el poder
adquisitivo de los salarios; así como los datos más
significativos de la situación económica nacional pa-
ra que el Consejo de Representantes pueda disponer
de la información necesaria para revisar el salario mí-
nimo general vigente y fijar, en su caso, el que deba
establecerse.

El pasado 23 de junio de 2017 el Secretario de Desa-
rrollo Económico de la Ciudad de México Mtro. Salo-
món Chertorivski se pronunció por un aumento urgen-
te de $14 pesos al salario mínimo, debido a que el
salario mínimo en México hoy no alcanza ni siquiera
para que un adulto y un dependiente puedan comer, y
esto provoca lamentablemente que una decisión de 40
años de un aumento en el salario ha generado trabajos
formales que a pesar de hacerlo se vive en la pobreza.

Es claro que el aumento salarial de acuerdo a los es-
pecialistas no tendría un impacto importante en infla-
ción pero si a efectos positivos para la economía de
nuestro país, que permitirá vivir de una manera digna
a toda la clase trabajadora, en donde su esfuerzo se ve-
rá retribuido.

La acción de la CONASAMI llega con retraso de casi
cinco meses sobre la medida propuesta por COPAR-
MEX para empatar el SMG a la Línea de Bienestar es-
tablecida por el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social (CONEVAL). Ello impli-
caría que a partir de noviembre de 2017, el SMG pase
de 80.04 pesos (vigente desde el 1º de enero de 2017)
a 95.24 pesos.

Es importante resaltar, que en diciembre de 2017 se
debería realizar la revisión de los salarios mínimos
profesionales, en la que la inflación observada en el úl-
timo período anual, sería como ha ocurrido tradicio-
nalmente, el principal criterio de ajuste a los mismos,
y que permitiría ajustarlos a partir de enero de 2018.

Por otro lado y no obstante algunas posturas dogmáti-
cas de la Secretaria de Hacienda y el Banco de Méxi-
co, que en privado alarmaron a diversos actores del
sector privado con los riesgos de un incremento de la
inflación y les amagaron con el posible encarecimien-
to de las tasas de interés como consecuencia de la mo-
vilidad salarial, no existe ninguna evidencia que los in-
crementos salariales de principios de 2017 hayan
tenido una incidencia significativa en la inflación.

El anuncio del día 21 de noviembre mediante comuni-
cado de prensa se dio a conocer que, el Presidente del
Congreso del Trabajo y Secretario General de la Con-
federación de Trabajadores de México y de los Repre-
sentantes de los Trabajadores ante la Comisión Nacio-
nal de los Salarios Mínimos (CONASAMI) y con el
respaldo del sector patronal y del Gobierno de la Re-
pública, el Consejo de Representantes de la CONA-
SAMI resolvió revisar el monto actual del salario mí-
nimo general dónde menciona un aumento salarial
pasando de $80.04 a $88.36 

Llevar a $100.00 pesos el SMG en Noviembre de
2017, sería un paso más inscrito en la Nueva Cultura
Salarial, una evolución progresiva de los sueldos, que
preservando la estabilidad, induzca el crecimiento
económico y al desarrollo social.

La viabilidad de la economía de mercado con estabili-
dad social en el mediano y largo plazo, solo es posible
si amplios sectores de la población encuentran en ella
una vida digna. Apostarle a la pobreza permanente y al
crecimiento de la desigualdad, en realidad es apostar
contra la economía del mercado y la libertad.

Lo anterior, va acorde con lo señalado por el Vicepre-
sidente del Instituto Mexicano de Ejecutivos de Finan-
zas (IMEF) Jonathan Heath, quien asegura que “exis-
te un amplio margen para aumentar el mínimo sin
perjuicio a la inflación o al desempleo”.

Es claro que sí se puede hacer un aumento considera-
ble en el salario mínimo diario en nuestro País, ya que
no existe como lo señalan los diversos expertos una ló-
gica con lo que dice el Gobierno Federal, que se debe
de aumentar la productividad y que en base a eso el sa-
lario pueda aumentarse. 
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De la misma forma, se plantea que el salario mínimo
debe ser igual al costo de la canasta alimentaria y cu-
brir las necesidades básicas de una familia. 

El crecimiento de los sueldos para trabajadores sindi-
calizados y no sindicalizados para 2018 será mínimo
con respecto a lo que aumentaron en 2017, lo que re-
presenta una pérdida en el poder adquisitivo al estar
por debajo de la inflación con la que se espera cerrar
el año (6.3 por ciento), según el pronóstico de la em-
presa consultora Aon México.

Es preciso que en cualquier economía sean inevitables
las modificaciones a los salarios mínimos diarios, que
garanticen una calidad de vida para todas las familias
mexicanas. Con esto se estaría consagrando verdade-
ramente el derecho universal al salario mínimo.

En el artículo 23 de la Declaración Universal de los
Derechos Humanos de la ONU, se encuentra plasma-
do otro principio fundamental que sustenta en que
consiste un salario digno; el cual menciona que: a. To-
da persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a
igual salario por trabajo igual. b. Toda persona que tra-
baja tiene derecho a una remuneración equitativa y sa-
tisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una
existencia conforme a la dignidad humana y que será
completada, en caso necesario, por cualesquiera otros
medios de protección social.

La anterior, postura, sostiene que el salario es un dere-
cho humano económico y por lo cual tiene que ser sa-
tisfactorio, ya que sirve al trabajador para sobrevivir. 

Por lo tanto, es necesario que el Gobierno Federal tra-
baje de la mano con los empresarios, la clase trabaja-
dora y el Presidente de la CONASAMI, para llevar a
cabo el procedimiento señalado en el artículo 570 de la
Ley Federal del Trabajo, el cual establece que los sa-
larios mínimos se fijarán cada año y comenzarán a re-
gir el primero de enero del año siguiente.

Ante la inacción y la simulación gubernamental, el
pueblo de México espera una respuesta inmediata
del legislativo.

• Por ello sostengo que es momento de tomar de-
cisiones y dar respuesta a la clase trabajadora y
otorgar un incremento al salario mínimo para
llegar a estabilizar el poder adquisitivo y lograr

un mejor y fácil acceso a la línea de bienestar por
parte de la clase trabajadora.

Como Diputado del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, estoy preocupado por
la clase trabajadora de nuestro País, la cual  hasta el
día de hoy se encuentra en un total estado de indefen-
sión, y que hoy, necesita que todos apoyemos para que
puedan tener verdaderamente un salario digno para
ellos y sus familias. Y de esta forma perciban lo sufi-
ciente para que puedan cubrir las necesidades más ele-
mentales para sobrevivir.

No obstante por lo manifestado por la COPARMEX,
en donde se propone un salario mínimo de $95.24 con-
sidero que a pesar de los esfuerzos, no sería suficiente
para cubrir las necesidades primarias de una familia,
que contempla la línea de bienestar propuesta por el
CONEVAL. 

Con la propuesta de aumento del salario mínimo se
podría combatir de manera eficaz la pobreza que aque-
ja hoy en nuestro País. 

Con esto lograríamos ponernos a la par con Países co-
mo Paraguay en donde a la clase trabajadora le alcan-
za el salario perfectamente para vivir con las necesi-
dades básicas y con esto el esfuerzo de cada uno de los
trabajadores es verdaderamente recompensado. 

De manera poco seria el presidente Enrique Peña
Nieto, refiere que no es menor el incremento sala-
rial y nosotros le decimos que no es menor el agra-
vio que le hace a la clase trabajadora y al pueblo de
México, con ese ofensivo incremento y más aún si
va acompañado de otro gasolinazo o incremento
descontrolado a los productos de la canasta básica.

Es momento de escuchar a la clase trabajadora y sin
dejar de lado la opinión de la clase patronal para tratar
de estabilizar paulatinamente el salario mínimo hasta
que este sea tangible para la clase trabajadora.

Punto de  Acuerdo

Único: La Cámara de Diputados exhorta al Gobierno
Federal y a la Comisión Nacional de Salarios Míni-
mos, para  que se considere a la brevedad un incre-
mento al salario mínimo, que cubra las necesidades
básicas establecidas en la Constitución Política de los
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Estados Unidos Mexicanos, que entrara en vigor a par-
tir del primero de enero de 2018, y convoque a todos
los sectores que participan para tal efecto como lo son
los Sindicatos, y el sector patronal.

Palacio Legislativo, a 22 de noviembre de 2017

Diputado Arturo Santana Alfaro (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

CONAPESCA A ESTABLECER MEDIDAS HOMOGÉNEAS DE

MANIOBRA PARA LA CARGA DE LOS PRINCIPALES PRODUC-
TOS MARINOS, EN PARTICULAR SARDINA Y ATÚN DE ALETA

AZUL, A FIN DE EVITAR EL ESCAPE O VERTIMIENTO DE

COMBUSTIBLES, QUÍMICOS U OTROS AGENTES CONTAMI-
NANTES EN LAS ZONAS MARÍTIMAS DE BAJA CALIFORNIA,
A CARGO DEL DIPUTADO MARCO ANTONIO GARCÍA AYA-
LA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

El suscrito, diputado federal Marco Antonio García
Ayala, integrante del Grupo Parlamentario del PRI a la
LXIII Legislatura, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, así como el artículo 79, numeral
1, fracción II, y numeral 2, fracción III, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno de esta soberanía la si-
guiente proposición con punto de acuerdo de urgente u
obvia resolución, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La actividad pesquera de sardina en el estado de Baja
California, encabeza la producción de cualquier otra
especie, ligeramente por encima del atún de aleta azul,
las cual generan una importante derrama económica y
que en el año de 2016 la captura de sardina generó una
producción por encima de las 51 mil toneladas, de
acuerdo a la Secretaría de Pesca y Acuacultura del Es-
tado de Baja California.

En días pasados, la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente (Profepa), atendió una denuncia ciu-
dadana, además de la que se generó a través de las re-
des sociales debido a que en playas de Ensenada, Baja
California se hallaron ejemplares de sardina monte-
rrey, los cuales que se encontraban muertos y en esta-
do de descomposición.

En un primer momento, no se detectaron indicios de
contaminación que pudieran originar la muerte de los
ejemplares de esta especie, sólo se ha considerado co-
mo hipótesis que dos embarcaciones mayores por al-
gunas malas prácticas al cargar el producto marino,
provocó el vertimiento de ejemplares de sardina al
mar.

El hallazgo masivo de estos ejemplares de peces muer-
tos se localizó en la playa de nombre “El Pabellón”
ubicada en el, municipio de Ensenada, Baja Califor-
nia.  

De manera rápida, personal de la Profepa atendió la si-
tuación en donde encontraron, en una franja de litoral
de mil 250 metros de largo y un ancho de 0.5 metros,
ejemplares de peces muertos, los cuales al ser revisa-
dos, el personal de dicha instancia corroboró que se
trataba de la especie de Sardinops sagax o como co-
múnmente se le conoce, sardina monterrey.

Tras la realización de diversos recorridos en la zona de
la playa “El Pabellón”, y con el propósito de detectar
contaminantes, se buscó el indicio de la presencia de
combustibles, productos químicos o de marea roja que
pudieran haber originado la muerte de dichos organis-
mos, sin que se encontrara algún agente causante de
estos hechos.

Al descartarse la existencia de contaminantes, la ver-
sión final consiste en que dos embarcaciones, localiza-
das en el sistema satelital de rastreo de embarcaciones
de la Comisión Nacional de Pesca (Conapesca), posi-
blemente realizaron malas maniobras de captura de
sardina a poca distancia del lugar del suceso.

Ante esta situación, se hace un atento llamado a la Co-
misión Natural de Acuacultura y Pesca para que forta-
lezca sus acciones a efecto de que las embarcaciones
pesqueras cumplan con las mejores prácticas de captu-
ra, carga y descarga de la producción marítima de es-
pecies en el estado de Baja California.
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Por ello, en el presente punto de acuerdo se solicita a
la Conapesca establezca medidas homogéneas de ma-
niobra para la carga de los principales productos mari-
nos, en particular de la sardina y el atún de aleta azul,
para evitar el escape o vertimiento combustibles, quí-
micos u otro agentes contaminantes en las zonas marí-
timas de Baja California y sobre las especies captura-
das para consumo humano.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta respetuosamente a la Cona-
pesca establezca medidas homogéneas de maniobra
para la carga de los principales productos marinos, en
particular de la sardina y el atún de aleta azul, para evi-
tar el escape o vertimiento combustibles, químicos u
otro agentes contaminantes en las zonas marítimas de
Baja California y sobre las especies capturadas para
consumo humano.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a los 23 días del mes de noviembre de
2017.

Diputado Marco Antonio García Ayala (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD INDUSTRIAL Y DE

PROTECCIÓN AL MEDIO AMBIENTE DEL SECTOR HIDRO-
CARBUROS A INFORMAR A LA OPINIÓN PÚBLICA SOBRE LAS

ACTIVIDADES Y EL DESEMPEÑO DE LOS SISTEMAS DE AD-
MINISTRACIÓN DEL SECTOR, DE CONFORMIDAD CON LOS

ARTÍCULOS 5O. Y 15 DE LA LEY QUE LA RIGE, A CARGO

DEL DIPUTADO ULISES RAMÍREZ NÚÑEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

Ulises Ramírez Núñez, diputado federal de la LXIII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; y artículo 79, numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados; some-
to a la consideración de esta soberanía, el presente
punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protec-
ción al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos
(Asea), para que haga público, a la brevedad, e infor-
me a la opinión pública de actividades y de desempe-
ño de los sistemas de administración del sector, de
conformidad con el artículo quinto y 15 de la Ley de
la Asea, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 20 de diciembre de 2013 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) el decreto por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en Materia de Energía1 y en el artículo dé-
cimo noveno transitorio de dicha reforma, se estable-
ció la creación de la Agencia Nacional de Seguridad

Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sec-

tor Hidrocarburos (Asea) en los siguientes términos:

Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el tran-
sitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la
Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico pa-
ra crear la Agencia Nacional de Seguridad Indus-
trial y de Protección al Medio Ambiente del Sector
Hidrocarburos, como órgano administrativo des-
concentrado de la Secretaría del ramo en materia
de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de ges-
tión, que disponga de los ingresos derivados de las
contribuciones y aprovechamientos que la ley esta-
blezca por sus servicios para financiar un presupuesto
total que le permita cumplir con sus atribuciones.
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La Agencia tendrá dentro de sus atribuciones regu-
lar y supervisar, en materia de seguridad indus-
trial, operativa y protección al medio ambiente, las
instalaciones y actividades del sector hidrocarbu-
ros, incluyendo las actividades de desmantelamien-
to y abandono de instalaciones, así como el control
integral de residuos. En la organización, funciona-
miento y facultades de la Agencia, se deberá prever al
menos:

a) Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, exis-
tiera saldo remanente de ingresos propios excedentes,
la Agencia instruirá su transferencia a un fideicomiso
constituido por la Secretaría del ramo en materia de
Medio Ambiente, donde una institución de la banca de
desarrollo operará como fiduciario.

b) Que la Agencia instruirá al fiduciario la aplicación
de los recursos de este fideicomiso a la cobertura de
gastos necesarios para cumplir con sus funciones en
posteriores ejercicios respetando los principios a los
que hace referencia el artículo 134 de esta Constitu-
ción y estando sujeta a la evaluación y el control de los
entes fiscalizadores del Estado.

El fideicomiso no podrá acumular recursos superiores
al equivalente de tres veces el presupuesto anual de la
Agencia, tomando como referencia el presupuesto
aprobado para el último ejercicio fiscal. En caso de
que existan recursos adicionales, éstos serán transferi-
dos a la Tesorería de la Federación.

El fideicomiso a que hace referencia este transitorio
estará sujeto a las obligaciones en materia de transpa-
rencia derivadas de la ley. Asimismo, la Agencia de-
berá publicar en su sitio electrónico, por lo menos de
manera trimestral, los recursos depositados en el fidei-
comiso, así como el uso y destino de dichos recursos.

La Cámara de Diputados realizará las acciones nece-
sarias para proveer de recursos presupuestales a la
Agencia, con el fin de que ésta pueda llevar a cabo su
cometido. El presupuesto aprobado deberá cubrir los
capítulos de servicios personales, materiales y sumi-
nistros, así como de servicios generales, necesarios pa-
ra cumplir con sus funciones.

Los argumentos que soportaron la decisión del Cons-
tituyente Permanente para crear la Asea fueron los si-
guientes:2

La conformación de una nueva arquitectura institucio-
nal del Sector Energético tiene alcances trascendenta-
les para fortalecer la seguridad energética del país, au-
mentar la competencia en el sector y la competitividad
de las empresas productivas del Estado, generar desa-
rrollo económico y empleos, así como aumentar nota-
blemente los ingresos del Estado a mediano y largo
plazo. Por lo anterior, se considera de suma importan-
cia contar con instituciones fuertes que garanticen su
implementación y posterior consolidación, de modo
que sus beneficios se extiendan a toda la sociedad a lo
largo del tiempo.

La Agencia se creará como un órgano que deberá es-
pecializarse en las materias de seguridad industrial y
de protección al medio ambiente.

La seguridad industrial y la protección al medio am-
biente son actividades con alto grado de compleji-
dad, por lo que su implementación y seguimiento ne-
cesitan de instituciones especializadas en estas
materias. La creación de la Agencia permite al Esta-
do Mexicano contar con una institución cuyo objeti-
vo primordial sea velar por el cumplimiento de di-
chas materias.

La Agencia debe crearse considerando la coordinación
y colaboración que debe establecer, en primer lugar,
con las unidades administrativas de la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales. Estas unidades
administrativas tienen experiencia en la regulación,
supervisión y trámites administrativos relacionados
con las actividades industriales en materia de medio
ambiente y dentro de éstas se encuentran las del sector
hidrocarburos.

Por lo anterior, si bien la Agencia será la responsable
de emitir los actos administrativos que se señalan ex-
presamente en la Ley, será conveniente que tome en
consideración la experiencia adquirida por otras auto-
ridades en la materia.

Por otro lado, será necesario que la Agencia establez-
ca una coordinación cercana con la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social, la Secretaría de Marina y la
Secretaría de Gobernación, ya que tienen un interés
común al velar por la seguridad de las personas, insta-
laciones y medio ambiente, cada una en sus respecti-
vos ámbitos de competencia.
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Asimismo, al regular y supervisar el sector hidrocar-
buros, deberá crear espacios comunes de entendimien-
to con la Secretaría de Energía, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, la Comisión Nacional de
Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de Energía,
a efecto de que se promueva la inversión y las activi-
dades del sector sin poner en riesgo el mandato incon-
trovertible de proteger la vida y salud de las personas,
el medio ambiente y las instalaciones petroleras.

La Agencia deberá elaborar un informe anual de des-
empeño de los sistemas de administración con el fin de
actualizar la regulación de su competencia o establecer
las medidas correctivas que sean necesarias.

A partir de lo anterior y dando cumplimiento al man-
dato constitucional, el 11 de agosto de 2014 se publi-
có en el DOF la Ley de la Agencia Nacional de Segu-
ridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente
del Sector Hidrocarburos. 

Dicha ley establece en su artículo primero que la Asea
será la instancia responsable de la protección de las
personas, el medio ambiente y las instalaciones del
sector hidrocarburos a través de la regulación y super-
visión. 

Para fines del presente punto de acuerdo debemos se-
ñalar que la ley establece que en el ejercicio de sus
funciones, la Asea tomará en consideración criterios
de sustentabilidad y de desarrollo bajo en emisiones,
así como atenderá lo dispuesto en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos, la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley
de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modi-
ficados y demás ordenamientos aplicables.

Por su parte, la fracción XXVIII del artículo quinto,
establece que la Agencia tendrá como atribución la
publicación de un informe anual sobre sus activi-
dades.3

Además, el artículo 15 de la Ley de la Agencia tam-
bién obliga a esta instancia a elaborar un informe
anual de desempeño de los Sistemas de Administra-
ción del Sector, con el objeto de actualizar la normati-
vidad en la materia de su competencia, conforme a las
mejores prácticas y estándares internacionales.

Si bien es cierto, la Asea es un órgano administrativo
desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (Semarnat) y en el quinto informe
de labores (2016-17)4 de dicha secretaría se sintetiza en
un párrafo el trabajo realizado por la Asea a lo largo de
todo un año de trabajo, en los siguientes términos:

“La Asea efectuó 928 visitas de inspección con el
fin de verificar el cumplimiento de la normatividad
aplicable al sector hidrocarburos; de ellas, 132 fue-
ron inspecciones motivadas por contingencias. Del
total de inspecciones, 568 estuvieron fuera del pro-
grama inicial debido a que se atendieron denuncias,
incidentes u otro acontecimiento no anticipado”.

Lo más grave de esta situación es que en la página ofi-
cial de la Asea, en el renglón de informes, no existe
documento alguno que detalle el trabajo realizado
por la Agencia desde su creación. Lo único que se
identifica es la siguiente leyenda, con fecha de publi-
cación 15 de julio de 2016:

http://104.209.210.233/gobmx/Rendicion

“El informe de labores se encuentra en revisión
por la Dirección Ejecutiva para su aprobación y
previa publicación”.

Como integrante del Partido Acción Nacional, estoy
convencido que la creación de un órgano especializa-
do responsable de la protección de las personas, el me-
dio ambiente y las instalaciones del sector hidrocarbu-
ros, exige la mayor de las transparencias, por lo que se
considera un error que resuman en unas cuantas líneas
el trabajo realizado por este importante organismo a lo
largo de doce meses. La sociedad y el sector exigen un
órgano lo suficientemente transparente en el ejercicio
de sus funciones y que tenga la capacidad para infor-
mar en un formato pormenorizado cada acción enca-
minada a la protección del medio ambiente.

Bajo este contexto, resulta urgente que se haga públi-
co, a la brevedad, los informes correspondientes a ca-
da año desde su creación. 

Si en la reforma constitucional en materia energética
el Constituyente Permanente consideró trascendental
la existencia de un organismo con capacidad suficien-
te para regular y proteger el medio ambiente, no pode-
mos permitir que la Asea siga trabajando en la opaci-
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dad y que nadie sepa que se está haciendo, cómo se es-
tá trabajando y qué resultados se han obtenido en be-
neficio del cuidado del medio ambiente y la protección
de las personas.

Por lo tanto, se exhorta a la Asea a que haga pública en
su portal de internet la información relativa al informe
anual de actividades y el informe anual de desempeño
de los Sistemas de Administración del Sector, de con-
formidad con el artículo 5 y 15 de la Ley de la Agencia.

Dicho lo anterior, se somete a la consideración de la
asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados de la LXIII Legisla-
tura del Congreso de la Unión, exhorta al titular de la
Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protec-
ción al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos
(Asea), para que haga público, a la brevedad, los in-
formes anuales de actividades y de desempeño de los
Sistemas de Administración del Sector, de conformi-
dad con el artículo quinto y 15 de la Ley de la Asea.

Notas

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5327463&fe-

cha=20/12/2013

2 http://www.senado.gob.mx/comisiones/energia/dictamenes.php 

http://infosen.senado.gob.mx/sgsp/gaceta/62/2/2014-07-17-1/as-

sets/documentos/4_Dictamen_Hidrocarburos.pdf

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAN-

SI_110814.pdf

4http://www.semarnat.gob.mx/gobmx/transparencia/trendicion.ht

ml

http://www.semarnat.gob.mx/sites/default/files/documentos/pro-

gramas/informes/5_Informe_Labores_SEMARNAT.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Ulises Ramírez Núñez (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

SEMARNAT A SUSPENDER LA AUTORIZACIÓN PARA EL PRO-
YECTO GRAN SOLARIS, EN BENITO JUÁREZ, QUINTANA

ROO, A CARGO DE LA DIPUTADA ISAURA IVANOVA POOL

PECH, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

La suscrita, diputada federal Isaura Ivanova Pool
Pech, del Grupo Parlamentario del PRD, con funda-
mento en el artículo 79, fracción II, del Reglamento de
la Cámara de Diputados somete a consideración de es-
ta honorable soberanía el presente punto de acuerdo
bajo las siguientes

Consideraciones

A partir del día 6 de noviembre del presente año en el
domicilio ubicado en SM 00B, Manzana 53, Lote 52-
01, Zona Hotelera, Municipio Benito Juárez, Quintana

Roo se iniciaron los trabajos del proyecto Gran Sola-
ris,1 consistente en la construcción de un hotel all In-

clusive de 450 habitaciones y una suite; en un predio
de 18,844.31 m² ubicado en la parte Sur de la Zona
Hotelera de Cancún. El proyecto estará compuesto por
un edificio de 14 niveles superiores, planta baja y dos
sótanos, así como las áreas exteriores que constan de
albercas, restaurante grill, asoleaderos, áreas verdes,
gazebo de bodas, cancha deportiva multiusos, entre
otras amenidades; desarrollado por la empresa Villas
Solaris, S de RL de CV.

Dicho proyecto fue Autorizado por la Delegación Fe-
deral de la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (Semarnat) el día 7 de julio del presente año,
dicha autorización está condicionada con vigencia de
12 meses para la preparación, 10 años para la cons-
trucción y hasta 50 años para la operación y manteni-
miento.2

Por su parte, a través de diversos medios de comuni-
cación locales, Francisco Javier Zubirán Padilla Secre-
tario de Desarrollo Urbano y Ecología del Municipio
de Benito Juárez Quintana Roo y también suplente del
Presidente Municipal Remberto Estrada Barba, señalo
enfáticamente en relación al inicio de las obras del
proyecto Gran Solaris que “Ese es un terreno privado
que los duen?os tienen licencia desde hace mucho
tiempo y ahorita acaban de sacar otros permisos”; sin
que el funcionario presentara o indicará el tipo de per-
misos al que se refiere.
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Esta declaración de parte del Secretario de Desarrollo
Urbano y Ecología es importante, toda vez que la em-
presa Villas Solaris, S de RL de CV, presentó dentro de
la manifestación de impacto ambiental (MIA) la cons-
tancia de uso de suelo SMEYDUDGDU-
DPNU/02203/2015 y en la Autorización otorgada por
la Delegación Federal de Semarnat se cita la constan-
cia SMEYDU/DGDU/DPU/CUS/0019/2017; es decir,
que a la empresa se le extendieron dos constancias de
uso de suelo para el mismo fin aun cuando ambas se
basan en el mismo Programa de Desarrollo Urbano, no
obstante ambas fueron desechadas por la Delegación
Federal de la Semarnat como se establece en el oficio
de Autorización 04/SGA/1019/17.

La Delegación Federal que emite la autorización del
proyecto Gran Solaris Cancún toma como base el uso
de suelo turístico hotelero (TH)/15/P, de 15 niveles y
densidad de 240 cuartos por hectárea, y teniendo como
punto de partida la densidad bruta y no la densidad ne-
ta. En la zona hotelera se tiene como base la densidad
neta, lo que significa  que el número de unidades, de
población o vivienda, por unidad de superficie, siendo
ésta última la del predio en que se emplaza el proyec-
to, descontada la superficie destinada a equipamientos,
áreas verdes y otras superficies no destinadas a uso ha-
bitacional excede por más del doble la cantidad de ha-
bitaciones a construir, pues el resultado de este análi-
sis justificaría autorizar hasta 180 habitaciones y no
las 450 pretendidas en el proyecto, pero esta conside-
ración no está contenida en la Autorización.

Los hechos presentes que giran alrededor de un Pro-
yecto que pretende construir un edificio de diez y sie-
te niveles con 450 habitaciones, eliminando la cubier-
ta vegetal de la duna costera ubicada en el predio, esto
sin mencionar la eliminación del mirador, ponen de
manifiesto la posibilidad de que ocurran acciones ciu-
dadanas como las de los Proyecto Dragón Mart y Ta-
jamar.3 Por lo que sería deseable tener en cuenta los
aspectos sustantivos del Proyecto y considera la opi-
nión de los ciudadanos como debió preverse para rea-
lizar una consulta pública de mayor alcance.

La MIA fue presentada a la Delegación Federal de Se-
marnat para su estudio y autorización el 17 de no-
viembre del 2016, fue registrada con clave
23QR2016TD115 y publicada en la Gaceta Ecológica
número DGIRA 059/16. Posteriormente fue puesta a
Consulta Pública a través de la Gaceta número DGI-

RA 62/16, en la cual se señala que sólo en el caso de
que la Dirección General de Impacto y Riesgo Am-
biental considerara la celebración de una reunión pú-
blica esta se difundiría en un periódico de amplia cir-
culación en el Estado de Quintana Roo,4 lo que trajo
como consecuencia una escaza difusión del proyecto y
por ende, una limitada participación de la sociedad ci-
vil.

En suma, los aspectos más relevantes a considerar son
los que se derivan de la cubierta vegetal, misma que
tanto la MIA5 como el propio estudio de impacto am-
biental convinieron en considerar sobre el proyecto
Gran Solaris, que este no contenía ningún inconve-
niente dada la carencia de vegetación arbórea. Sin
embargo, esta interpretación omite las consideracio-
nes de la fracción X del Artículo 28 de la Ley Gene-
ral de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente,
pues los ecosistemas deben estudiarse así como los
posibles impactos por la actividad antropogénica co-
mo un sistema, tal es el caso del sistema lagunar Ni-
chupté.6 En este sentido es falso suponer que no exis-
te impacto ambiental sobre la cubierta vegetal, pues
se debe considerar que la vegetación existente es vital
para la estabilización de las dunas costeras presentes
en la zona.

Pero más aún, las dunas costeras, particularmente las
que resguardan sistemas lagunares como el de Nichtu-
pé son considerados de importancia estratégica, como
lo señala la propia Semarnat7 en su informe sobre
Quintana Roo del 2014. Esta importancia se refleja en
las recomendaciones que realiza la propia Semarnat
para adecuar la actividad turística a las necesidades de
conservación de las dunas costeras, su particular vege-
tación e importancia biológica en el Paso Nizuc-Can-
cún8 y de la zona hotelera, como es el caso de Playa
Delfines, última ventana al mar en 21 kilómetros de
Playa de Cancún.

Poner un edificio de tal magnitud y eliminar la cubier-
ta vegetal existente pone en riesgo las dunas costeras,
a lo que se debe agregar que es la zona de mayor des-
ove, anidación y emergencia de tortuga marina, lugar
público para la recreación de las familias que visitan
esta zona, sin mencionar la importancia que tiene para
el paisaje el Mirador y la cercana zona arqueológica.

Un último aspecto que se debe considerar es que, al
verificar el anexo del Programa de Desarrollo Urbano
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del Municipio de Benito Juárez, se puede observar co-
mo en la zona de realización del Proyecto, se encuen-
tran señaladas importantes áreas verdes de valor am-
biental.9 Aun cuando fuera posible que el proyecto
Gran Solaris pudiera minimizar el impacto de la obra
civil, no podrá evitar los daños que se ocasiones por la
sobre carga vehicular.

De acuerdo con la tabla número 2 de los anexos del
Reglamento de Construcciones del Municipio de Be-
nito Juárez, aprobada por el Cabildo el 15 de agosto de
2016  y publicada en el Periódico Oficial del Estado el
25 de octubre de ese mismo año, el requerimiento de
cajones de estacionamiento en los establecimientos de
alojamiento tipo hoteles, tan sólo para huéspedes, es
de 1 cajón por cada dos huéspedes para las primeras
20 habitaciones y de 1 cajón por cada 4 habitaciones
por las subsecuentes. Lo que requeriría para el proyec-
to Gran Solaris de 108 cajones de estacionamiento; pe-
ro el proyecto sólo considera 50 cajones de estaciona-
miento, queda claro que la capacidad será rebasada y
los vehículos terminarán invadiendo un área mayor de
la prevista.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
consideración la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales a suspender la autoriza-
ción condicionada otorgada a la empresa Villas Sola-
ris, S de RL de CV, para la realización del proyecto
Gran Solaris a fin de poder llevar a cabo una consulta
apropiada como se señala en la fracción III del Artícu-
lo 34 de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Pro-
tección Ambiental.

Segundo. Que la Procuraduría Federal de Protección
Ambiental inicie la investigación respectiva de los he-
chos ocurridos a partir del 6 de noviembre en Playa
Delfines y los que con anterioridad se han hecho pú-
blico sobre el otorgamiento de la autorización del pro-
yecto Gran Solaris en el cuidado del interés jurídico
indicado en el Artículo 28 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental y establezca las medidas pre-
cautorias incluyendo la suspensión definitiva de la
construcción del proyecto Gran Solaris.

Notas

1 Manifestación de Impacto Ambiental. Proyecto Gran Solaris.

Pág. II-1.

2 Como se detalla en el Oficio de Autorización 04/SGA/1019/17

numerales Primero, Segundo y Séptimo; Págs. 83-85.

3 Como se señala en el informe Malecón Tajamar. Desarrollo res-

ponsable apegado a derecho publicado en el 2016 por Semarnat y

FONATUR. Pág 38.

4 Pág. 38.

5 Manifestación de Impacto Ambiental. Proyecto Gran Solaris.

Pág. III-4

6 Área de protección de flora y fauna Manglares de Nichupté. Pro-

grama de Manejo. 2014. Semarnat CENAP. Pág. 62.

7 Moreno-Casasola, Patricia, et. Al. 2014. Tipos de duna en: Se-

marnat Quintana Roo. Pág. 257.

8 Jiménez-Osorio Oscar, et. All. 2014. Necesidades de Conserva-

ción. Semarnat; Págs. 97-102.

9 Programa de Desarrollo Urbano del Municipio de Benito Juárez.

Anexo. Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, fecha 16 de

octubre del 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Isaura Ivanova Pool Pech (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA AL SE-
NADO DE LA REPÚBLICA A DICTAMINAR LA MINUTA EN MA-
TERIA DE NOMBRAMIENTO DE TITULARES DE ÓRGANOS IN-
TERNOS DE CONTROL EN ORGANISMOS CONSTITUCIONALES

AUTÓNOMOS, A CARGO DEL DIPUTADO ROGERIO CASTRO

VÁZQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Consideraciones

El 27 de abril de 2017, el pleno de la Cámara de Se-
nadores recibió de la colegisladora la minuta con “pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de
Competencia Económica, de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, de la Ley Federal
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, de la Ley del
Sistema Nacional de Información Estadística y Geo-
gráfica, de la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, de la Ley del Instituto Nacional
para la Evaluación de la Educación, de la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos”, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 27 de enero de 2017; y la tur-
nó a las Comisiones Unidas de Anticorrupción y
Participación Ciudadana, y de Estudios Legislativos,
Primera.

A la fecha han transcurrido más de 130 días hábiles
desde que el asunto pasó a las comisiones; es decir,
han pasado en exceso mucho más de los 20 días que
tienen las comisiones del Senado para dictaminar, en
términos de lo que indica el artículo 67, numeral 1, in-
ciso G, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos.

Considerando que

1. De esa reforma depende que la Cámara realice los
nombramientos correspondientes a los titulares de los
órganos internos de control de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía, el Instituto Nacional Electoral y
el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educa-
ción;

2. Se trata de una resolución de suma importancia pa-
ra la nación, pues los funcionarios señalados constitu-
yen la piedra angular del Sistema Nacional Antico-
rrupción; y

3. Un dictamen positivo y oportuno daría una señal
clara del Poder Legislativo hacia la sociedad del com-
promiso de éste con los objetivos del Sistema Nacio-
nal Anticorrupción.

Por lo expuesto, con fundamento en lo que dispone el
artículo 79, numerales 1 y 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta
asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados, con el debido respe-
to y en el marco de colaboración entre las Cámaras del
Congreso de la Unión, exhorta a la Cámara de Sena-
dores a agilizar el proceso de dictamen de la minuta
con “proyecto de decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Competencia Económica, de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, de la
Ley del Sistema Nacional de Información Estadística
y Geográfica, de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, de la Ley del Instituto Na-
cional para la Evaluación de la Educación, de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública y de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos”, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 27 de enero de 2017.

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Rogerio Castro Vázquez (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA AL

GOBIERNO DE QUERÉTARO A INDULTAR A LA CIUDADANA

DAFNE MCPHERSON VELOZ, ACUSADA DE HOMICIDIO CA-
LIFICADO, A CARGO DE LA DIPUTADA LAURA NEREIDA

PLASCENCIA PACHECO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRI

La que suscribe, Laura Nereida Plascencia Pacheco,
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, de la LXIII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 78, frac-
ción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 79, numeral 1, fracción II y nume-
ral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta asamblea la
siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor
de las siguientes:

Consideraciones

Desde junio de 2015 Dafne McPherson Veloz se en-
cuentra privada de su libertad, acusada injustamente
por un delito que no cometió, que ni siquiera debería
de existir en pleno siglo XXI. 

Los principios en materia de derechos humanos deri-
vados de la reforma constitucional de 20111 aún están
muy lejos de ser una realidad para las mujeres en mu-
chas entidades del país.

Dafne esta presa por “supuestamente”, en palabras de
la fiscalía de Querétaro, “haber asesinado a su hija”2

al provocarse intencionalmente un aborto.

Lo que en realidad sucedió, según las pruebas científi-
cas con las que cuenta la defensa, es que se trató de un
parto accidental o aborto espontaneó, en un baño de
una tienda departamental donde Dafne laboraba.

No obstante que Dafne padece hipotiroidismo y obesi-
dad, lo que provoco que nunca se diese cuenta de que
estaba embarazada, ahora ella se encuentra acusada de
“homicidio calificado”, con una sentencia de 16 años
de prisión de los que ya lleva dos recluida, privada ile-
galmente de su libertad.

Según testimonios recabados y las pruebas documen-
tales dadas a conocer a la opinión pública, el Ministe-
rio Publico utilizó prejuicios morales y estereotipos

durante la investigación y posterior acusación para in-
culparla de un delito que no cometió. Esto quedo de
manifiesto durante las audiencias orales en las que
participó el fiscal de Querétaro Gustavo Dolores Acos-
ta encargado de la acusación en contra de Dafne y que
expuso que la acusada actuó “peor que una perra”. Co-
mo se puede apreciar, el agente del Ministerio Publico
utilizo argumentos subjetivos, así como consideracio-
nes sociales y personales para sustentar una investiga-
ción que tenía que haber incluido la perspectiva de gé-
nero, lo que se traduce en una falta de capacidad para
desempeñar su cargo de manera diligente y en estricto
apego a derechos humanos, basta decir que su actua-
ción incurre en violencia que ameritan su suspensión y
la posibilidad de que se le finquen responsabilidades,
todo esto derivó en una clara violación de los derechos
humanos de Dafne y su privación ilegal de la libertad.

Sobre este tema el Comité para la Eliminación de la
Discriminación Contra la Mujer, en sus 52° Periodo de
sesiones del 7 de agosto de 2012, en relación con los
informes séptimo y octavo combinados de México
(CEDAW/C/MEX/7-8) en sus reuniones 1051a y
1052a, en sus observaciones finales, señaló como te-
mas de preocupación los siguientes:

32. El Comité observa que en la Ciudad de México el
aborto está despenalizado, mientras que en el resto del
país solo es legal en caso de violación. Observa tam-
bién incongruencias en cuanto a otros motivos jurídi-
cos para practicar abortos en los marcos jurídicos de
los 32 estados. Le preocupa que las enmiendas intro-
ducidas en las constituciones locales que protegen la
vida desde el momento de la concepción hayan puesto
en peligro el disfrute por la mujer de su salud y dere-
chos sexuales y reproductivos, aun cuando esas en-
miendas no hayan modificado los motivos jurídicos ya
establecidos para practicar un aborto. Otro motivo de
preocupación son los casos en que los proveedores de
servicios médicos y trabajadores sociales han denega-
do el acceso al aborto legal a embarazadas que cum-
plían los restrictivos criterios reglamentarios y, a con-
tinuación, las denunciaron ante las autoridades
judiciales, quienes a su vez las condenaron a largas pe-
nas de prisión por infanticidio o asesinato.3

En este sentido el mismo Comité realizó una serie de
recomendaciones al estado mexicano, entre las cuales
destaca la siguiente:
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33. El Comité pide al Estado parte que:

a) Armonice las leyes federales y estatales relati-
vas al aborto a fin de eliminar los obstáculos que
enfrentan las mujeres que deseen interrumpir un
embarazo de forma legal y amplíe también el ac-
ceso al aborto legal teniendo en cuenta la reforma
constitucional en materia de derechos humanos y
la recomendación general núm. 24 (1999) del Co-
mité;4

Consideramos que este tipo de casos ponen de mani-
fiesto la deficiencia legislativa, de investigación e im-
partición de justicia que persiste en las entidades fede-
rativas de nuestro país, principalmente por
consideraciones de tipo moral, religioso o personal
que detentan los servidores públicos encargados de es-
tas áreas y que se percibe claramente en las constitu-
ciones locales cuyos preceptos fundamentales mues-
tran una visión patriarcal en contra de las mujeres.

Es muy grave que Dafne sea condenada por una ideo-
logía y no por un delito, por conductas que deberían ya
de encontrarse extintas de nuestra legislación.

En realidad, el caso de Dafne no es extraordinario o
poco común, se presentan con una regularidad que no
debe ser silenciada, ya que no solo a ella sino a cual-
quier mujer le puede suceder una situación de esta na-
turaleza, pero en el caso de ella lo que resalta su im-
portancia es el hecho de que ella desconocía su
condición de embarazo.

Ante esta situación, exigimos urgentemente que:

1. El gobernador del Estado Libre y Soberano de
Querétaro le otorgue el indulto, para que Dafne sea
puesta en libertad de manera inmediata.

2. Al Poder Judicial del Estado de Querétaro para
que aplique el protocolo para juzgar con perspecti-
va de género de forma obligatoria en todos los ca-
sos, así como capacitar a las y los jueces y magis-
trados en la materia. 

3. A la Fiscalía General del Estado para que destitu-
ya al Fiscal Gustavo Dolores Acosta para que sea
separado de su encargo, toda vez que sus declara-
ciones y actuar son una clara violación a los dere-
chos humanos, así como abrir una carpeta de inves-

tigación para deslindar responsabilidades por sus
actuaciones y declaraciones.

De ahí que consideramos fundamentales estas accio-
nes para restituir los daños ocasionados a Dafne y sal-
vaguardar el respeto a sus derechos humanos, con el
afán de que pueda recobrar su libertad.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta Honorable Asamblea, la siguiente
proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al gobernador
del estado de Querétaro, a efecto de que otorgue el in-
dulto a la ciudadana Dafne McPherson Veloz para su
inmediata liberación.

Segundo. Se exhorta al Poder Judicial del Estado de
Querétaro para que aplique el protocolo para juzgar
con perspectiva de género en todos los casos de deli-
tos cometidos por y en contra de mujeres, así como
capacitar a las y los jueces y magistrados en la materia

Tercero. Se exhorta a la Fiscalía General del Estado
para que destituya y sea separado de su encargo al fis-
cal Gustavo Dolores Acosta, toda vez que sus declara-
ciones constituyen una forma de discriminación y una
clara violación a los derechos humanos, así como abrir
una carpeta de investigación para deslindar responsa-
bilidades por sus actuaciones y declaraciones.

Cuarto. Se exhorta respetuosamente, al gobernador y
a la Fiscalía General del Estado de Querétaro para que
capacite a todas y todos los funcionarios en materia de
derechos humanos, perspectiva de género y no discri-
minación.

Notas

1 http://www2.scjn.gob.mx/red/constitucion/10Junio.html

2 http://www.animalpolitico.com/2017/10/dafne-presa-parto-acci-

dental-acusan-mato-bebe/

3 Disponible en http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/re-

commendations/recomm-sp.htm

4 Ibídem.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

SEDESOL A ESTABLECER LINEAMIENTOS ESPECÍFICOS A FIN

DE EVITAR QUE LOS PROGRAMAS SOCIALES DEJEN DE OPE-
RAR DE MANERA REGULAR EN ZACATECAS O SEAN USA-
DOS PARA FINES POLÍTICOS Y ELECTORALES, A CARGO DE

LA DIPUTADA MARIANA TREJO FLORES, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Mariana Trejo Flores, de la
LXIII Legislatura Federal, integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en los artículos
6, fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo bajo los siguientes

Antecedentes

Las condiciones de desigualdad y pobreza que impe-
ran en el país, se han agudizado con el establecimien-

to de políticas económicas y sociales que se convier-
ten en patrones de reproducción ampliada de la des-
igualdad. Las políticas públicas mexicanas sólo han
administrado la pobreza, basados en que México no ha
podido disminuir los índices de pobreza moderada y
pobreza extrema, aun con los esfuerzos empleados por
el gobierno central, a través de la Secretaría de Desa-
rrollo Social (Sedesol). 

La Sedesol, está en deuda con la nación. Su trabajo es
sin duda, una necesidad actual para mitigar los efectos
que la pobreza ha generado en las últimas décadas en
las entidades del país y, los programas operados por la
Secretaría, dirigidos a diversos y variados sectores de
la sociedad mexicana, garantizan que por lo menos, la
sociedad en condiciones vulnerables pueda tener acce-
so a la alimentación y a un ingreso económico que per-
mita a las nuevas generaciones seguir con sus estudios
de nivel básico. 

La utilización política de éste tipo de programas y pro-
yectos sociales ha vulnerado la credibilidad que la so-
ciedad tiene en la institución, poniendo en riesgo la
utilización de recursos públicos que se exponen al des-
vío y la malversación de fondos, siendo este gasto, uno
de los más importantes en cada presupuesto de egresos
anual, para hacer frente a una condición que en pleno
Siglo XXI sigue siendo una deuda histórica con los
mexicanos. 

Los programas Prospera, Adultos Mayores, Instancias
Infantiles, Comedores Comunitarios, Abasto Rural,
Fomento a la Economía Social, 3X1 para Migrantes y
Vivienda Social, son programas de gran relevancia en
el entorno rural nacional, para el caso específico del
estado de Zacatecas, muchos de éstos programas se
han visto detenidos por condiciones inexplicables, lo
cual pone en riesgo a comunidades completas que son
beneficiarias de éste tipo de actividades impulsadas
por la Sedesol.

El uso político de los programas en la entidad zacate-
cana, han sido denunciados ante las autoridades co-
rrespondientes sin que se dé una respuesta favorable a
la ciudadanía. Desde la perspectiva anterior, munici-
pios siguen en espera de que los recursos públicos lle-
guen a la sociedad y exigen que se implemente una
nueva fase de reestructuración estatal de empadrona-
miento de beneficiarios, principalmente en los progra-
mas de Prospera, Adultos Mayores y 3X1. 
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Habitantes de las comunidades Estancia de Guadalupe
y El Chiquihuitillo, del municipio de Pinos, Zacatecas,
denunciaron distintas irregularidades del Programa
Prospera, así como la nula atención que reciben por
parte de los enlaces de la Secretaría de Desarrollo So-
cial (Sedesol) en el ayuntamiento.

Vocales que integran las 233 comunidades aseguraron
que nunca han sido informadas del por qué en el retra-
so en sus pagos y los descuentos que se les aplican, así
como las dadas de baja de persona sin aparente razón
alguna.

“A muchas de las comunidades sí las dejaron fuera y
cuando uno les pregunta no saben dar razón, lo mismo
pasa con los ahorros: o nos cambian a un concepto que
se denominaba de esquema diferenciado y nos llega
muy poco dinero”, sentenciaron.1

Manifestaron también su inconformidad por la falta de
una revisión continua por parte del personal de la Se-
desol; “muchas de las beneficiadas tienen hasta casas
de dos pisos y a sus maridos en Estados Unidos”, mo-
tivos que consideran claros para que les sea retirado el
apoyo.

Según datos de este padrón, aplicado desde su arran-
que de abril-mayo 2013, se refiere que existen 233 co-
munidades beneficiadas, en su mayoría hogares con
hasta 63 integrantes (San Antonio de Jarillas).

El 50 por ciento de los beneficiarios declaró comer
tres veces al día, utilizar la cocina como dormitorio,
sólo ocupar dos habitaciones para dormir o que sus ba-
ños son letrinas, ya que no cuentan con drenaje.

En Zacatecas, alrededor de 98 mil familias están afi-
liadas al Prospera, lo que representa un aproximado de
450 mil habitantes, casi el 30% del total de la pobla-
ción del estado. 

El padrón de Prospera se ha modificado en la entidad
y, más de 1800, según datos de la propia institución,
revelan que han sido retirados por no cumplir con las
especificaciones técnicas para ser beneficiarios. Mu-
chas de éstas familias viven en condiciones de pobre-
za y, el retiro del programa les coloca aún en condi-
ciones de mayor vulnerabilidad, por lo cual es
necesario dar una revisión profunda de lo operación
del programa. Otra queja recurrente es que los pagos

llegan retrasados o en algunas comunidades y munici-
pios, dejaron de llegar, estas denuncias se hacen prin-
cipalmente en los municipios más alejados y las auto-
ridades no les dan una respuesta. La sociedad teme que
sean venganzas de tipo político. 

En materia del apoyo de adultos mayores, los repre-
sentantes de Sedesol en los municipios de Zacatecas,
ha retirado apoyos y no ha generado cobertura a la ne-
cesidad de ingreso de nuevos folios, quedándose mu-
chos adultos mayores sin el apoyo que por ley les co-
rresponde. Las denuncias ciudadanas al respecto se
han dirigido a las instancias estatales, sin embargo, la
respuesta ha sido nula y la efectividad queda en duda. 

Habitantes de Lomas de Bracho, quienes no tienen
agua desde hace más de un año, también denunciaron
que los apoyos del programa Prospera, que opera la
Secretaría de Desarrollo Social Zacatecas, son com-
prometidos a cambio de dinero y favores políticos.

Valente Delgado Quintero, líder de la segunda sección
de Lomas de Bracho, reclamó que también fueron re-
tirados los apoyos para adultos mayores (65 y más),
Seguros de Vida para Jefas de Familia y el Programa
de Abasto Social de Leche Liconsa.2

“Llega el personal de Prospera y nos dicen que se van
a acabar los apoyos, entonces las 80 familias que co-
rresponden a esta sección de Lomas de Bracho, se po-
nen bajo amenaza y estos apoyos los necesitamos, pe-
ro que no vengan a comprometerlos la gente de
Sedesol”, afirmó.

Destacó que los trabajadores del programa los ame-
drentan con retirarlos de los padrones, “se aprovechan
de que somos pobres y no conocemos cómo opera de
verdad esto. Nos sentimos molestos y queremos una
explicación”.

Respecto a la ayuda alimentaria de la leche Liconsa,
Delgado Quintero afirmó que los colonos tienen que
desplazarse hasta la colonia Díaz Ordaz para poder lle-
vársela a sus hijos.3

“Al principio de que empezó el proceso electoral ha-
bían dicho los de Sedesol que abrirían una lechería
aquí en Bracho, pero todo quedó en promesas y nada
más llegaron al poder y se olvidaron de todos aquí”,
agregó.
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El líder social amagó con paralizar el tránsito del bou-
levard Centenario en ambos sentidos, “si prevalece la
situación de que nos amenaza el personal de Prospera
con quitarnos los apoyos, entonces las 80 familias de
Lomas de Bracho vamos a manifestarnos y hasta que no
se nos dé un trato respetuoso no nos vamos a quitar”.

La Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) denunció
ante la Procuraduría General de la República (PGR) a
493 promotores del Programa de Pensión para Adultos
Mayores, que desviaron recursos por alrededor de 19
millones de pesos.

Ayer, en la primera conferencia de prensa que da des-
de que asumió el cargo, el titular de la dependencia,
Luis Enrique Miranda Nava, resaltó que en el actual
sexenio se han presentado siete denuncias por diversas
irregularidades detectadas en los esquemas sociales.

De las auditorías que en su caso ordenó, dijo que se
desprendieron hechos presumiblemente constitutivos
de faltas administrativas y/o conductas delictivas, co-
metidas por personal que tiene como responsabilidad
el registro de los adultos mayores en el padrón, así co-
mo la acreditación de su supervivencia.

Los promotores denunciados realizaron 3 mil 989 re-
gistros utilizando su huella para cobrar la pensión en
30 entidades. Es decir, precisó el secretario, se auto
promovían como adulto mayor.4

Varios son los problemas que Sedesol tiene en Zacate-
cas y, sería prioritario establecer un mecanismo de
control para poder dar el cauce correcto a los progra-
mas federales en la entidad. 

Robo, desvío de recursos, utilización política, reten-
ción del dinero de los programas, condicionamiento de
la entrega de apoyos, abuso sexual por parte de los
promotores hacia los y las beneficiarios, humillación,
malos tratos, cambio de programas a cambio de votos
por algún partido político, injerencia del gobierno es-
tatal y municipales en la distribución de los progra-
mas, personal operativo sin capacitación, etc. Así ope-
ra Sedesol en Zacatecas, por lo cual, acudimos
directamente al Secretario de la dependencia, para que
tome acciones inmediatas en la materia, buscando con
ello, la operación óptima de los programas y el desa-
rrollo pleno de las actividades de la secretaría en la en-
tidad zacatecana. 

Por lo anteriormente expuesto e invocado en el proe-
mio, someto a consideración de éste pleno el siguien-
te

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados de la LXIII Legisla-
tura federal, exhorta respetuosamente al titular de la
Secretaría de Desarrollo Social del Gobierno federal,
en la capacidad de sus atribuciones, a establecer me-
canismos de control y vigilancia en la operación, en-
trega, desarrollo y ejecución de los programas sociales
de Sedesol en los 58 municipios del estado de Zacate-
cas para evitar uso político, malos manejos, desvío de
recursos y retención de programas y dinero público.

Notas

1 http://ntrzacatecas.com/2017/04/24/denuncian-corrupcion-en-

prospera-en-pinos/

2 http://ntrzacatecas.com/2017/05/01/denuncian-que-dan-apoyos-

por-favores-politicos-en-lomas-de-bracho/

3 Ibídem

4 http://www.jornada.unam.mx/2016/12/10/politica/008n1pol

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Mariana Trejo Flores (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA AL

EJECUTIVO FEDERAL A RECONOCER PÚBLICAMENTE QUE

LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LAS VÍC-
TIMAS DE VIOLACIONES DE ÉSTOS NO ES SÓLO UNA ACTI-
VIDAD LEGÍTIMA SINO FUNDAMENTAL PARA FORTALECER

EL ESTADO DE DERECHO, Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS

ANTE LA JUSTICIA Y LA DEMOCRACIA EN EL PAÍS, SUSCRI-
TA POR LOS DIPUTADOS CUITLÁHUAC GARCÍA JIMÉNEZ,
ROBERTO ALEJANDRO CAÑEDO JIMÉNEZ Y ALFREDO BA-
SURTO ROMÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA

Cuitláhuac García Jiménez, Roberto Alejandro Cañe-
do Jiménez y Alfredo Basurto Román, en nuestra cali-
dad de diputados federales, integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena de la LXIII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en la fracción I del numeral 1 del artículo
6 y numeral 1, fracción II, del artículo 79 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración del pleno la presente proposición con punto de
acuerdo, bajo las siguientes

Consideraciones

Primero. El día 13 de noviembre de 2017, en el 6o.
foro nacional “Sumemos Causas. Por la Seguridad,
Ciudadanos + Policías”, organizado por la agrupa-
ción Causa en Común, el presidente de la república
escuchó un diagnóstico de la situación de seguridad
por parte de organizaciones sociales, y del jefe de go-
bierno de la Ciudad de México, Miguel Ángel Man-
cera, con cuestionamientos al nuevo sistema penal
acusatorio. 

Ahí en el discurso de clausura, el presidente de la re-
pública, Enrique Peña Nieto, señalo que resolver los
distintos problemas de la seguridad:

“Nos exige el actuar de todos, todos en un mismo
sentido, todos actuando con corresponsabilidad, de-
mandando y haciendo, demandando y dando, por-
que sólo así podremos alcanzar el México de paz
que todos queremos”

Desde el inicio de esta administración uno de los ejes
centrales es: “trabajar por un México en Paz, ponien-
do este tema en la agenda central del Gobierno de la
República”.

En materia de justicia, se transitó al nuevo Sistema de
Justicia Penal Acusatorio. Lograr la eficacia en la en-
trada de su vigencia ha significado un enorme reto.

Nuestro compromiso debe estar “en actuar con res-
ponsabilidad y con enorme corresponsabilidad, porque
esto no sólo debe ser tarea de una sola entidad, un so-
lo orden de Gobierno o un solo Poder, sino de todos
los que están involucrados en que este modelo real-
mente funcione, y funcione adecuadamente”

El Gobierno de la República estableció una estrate-
gia que ha permitido robustecer a las instituciones
que tiene el Estado mexicano, particularmente en
materia de prevención policiaca y de procuración de
justicia.

“El tema de la seguridad debe seguir siendo de la
más alta prioridad para el gobierno, que es el
principal responsable, y para la sociedad mis-
ma.”

En 2016 y 2017 han sido años donde lamentable-
mente la delincuencia y la inseguridad han co-
brado nuevamente mayores espacios.

“No hemos llegado a las condiciones de seguri-
dad a las que aspiramos, y por el contrario se es-
tá revirtiendo.”

Hizo “un llamado a que si la sociedad civil como lo
merece y lo hace, para demandar hay que dar, y debe
estar dispuesta a dar y a reconocer cuando hay una
buena actuación, cuando se logran objetivos desea-
dos”

Es importante reconocer lo bueno, enriquecer lo que
hace falta y aportar ideas que permitan realmente tener
el mejor entramado para hacerle frente a la delincuen-
cia organizada.

“Se ha neutralizado a 108 objetivos, delincuentes de
alta peligrosidad, de los 122 que el Gobierno tenía
identificados al principio de la Administración”.

“Las cifras no son nada alentadoras, pero tampoco
son alentadores los esfuerzos que entre Gobierno y
sociedad hemos alcanzado, y mucho podemos hacer
todavía en favor de esta causa”.1
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Sin embargo el mismo Presidente, Enrique Peña Nie-
to, también cuestionó que se escuchen más las voces
de la sociedad civil que condenan, critican y hacen
bullying sobre el trabajo de las instituciones del Esta-
do mexicano, y muy pocas reconozcan la tarea de las
fuerzas armadas2 y dijo: 

“un trabajo responsable y eficaz de las instituciones
a las que todos los días pretendemos desmoronar,
descalificar, especialmente a los integrantes de las
fuerzas armadas”.3

“cuando se pone en duda lo que hacen las fuerzas
armadas y de seguridad pública, nadie sale a hablar
por ellas, nadie sale a defenderlas ni respalda el tra-
bajo de las policías”.4

Pareciera, indicó, que “estuviéramos conminando a
nuestras fuerzas policiacas y armadas a que la inacción
sea la mejor forma de actuar”.

Precisó que no eran regaños, sino parte de una conver-
sación constructiva. 

“No vine a ser crítico, sino a hacer observaciones,
apuntó. Hay mucho por hacer, ya que es un tema
crítico, pero todos tenemos que abonar y aportar.
Reconocer lo bueno, enriquecer lo que hace falta y
aportar las ideas que nos permitan realmente tener
el mejor entramado para hacer frente a la delin-
cuencia organizada”.5

Se refirió a que “no queremos militarizar al país, pe-
ro sin duda estamos muy lejos de tener corporacio-
nes policiacas robustas y solidas en la nación. Reco-
noció que la Ciudad de México es un ejemplo, pero
advirtió que en varios municipios hay policías que no
ganan más de 5 mil pesos al mes, ¿de verdad espera-
mos que den su vida y todo por enfrentar al crimen or-
ganizado? Creo que la respuesta es no”.

Peña Nieto propuso sancionar a quienes no cumplan
con su tarea: “veamos los gobiernos de los estados que
han sido eficaces y los que no; a veces se pretende des-
cargar toda la responsabilidad al orden federal. Las ci-
fras no son alentadoras, tampoco lo son los esfuerzos
que entre gobierno y sociedad se han alcanzado”.

Segundo. De acuerdo con la Oficina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-

manos, un “defensor o defensora de derechos huma-
nos” es aquella persona que realiza acciones en favor
de la promoción y defensa de éstos, sin importar su
profesión, edad, pertenencia a una organización civil,
que cuente con reconocimiento público o reciba una
remuneración económica”.6

“Se distinguen por la aceptación de la universalidad e
interdependencia de los derechos humanos y actúan en
favor de derechos tan diversos como la vida, alimenta-
ción, agua, el nivel más alto posible de salud, una vi-
vienda adecuada, un nombre y una nacionalidad, edu-
cación, libertad de tránsito y la no discriminación,
entre otros. Algunas veces defienden los derechos de
grupos específicos de personas como, por ejemplo, los
derechos de la mujer, la niñez, los indígenas, los refu-
giados y desplazados internos, así como de minorías
nacionales, lingüísticas o sexuales”.

Algunas de las actividades que realizan las y los de-
fensores de derechos humanos en el ejercicio de sus
labores son las siguientes: 1) Difundir y promover in-
formación con la finalidad de fomentar la cultura de
derechos humanos; 2) Realizar acciones de capacita-
ción en materia de derechos humanos; 3) Denunciar o
analizar una violación o, en su caso, una práctica sis-
temática de violaciones a los derechos humanos; 4)
Documentar e investigar casos en que haya tenido lu-
gar una violación a los derechos humanos; 5) Realizar
labores de campo, acudir a los lugares en que se co-
meten presuntas violaciones de derechos humanos, en-
trevistar a las víctimas y testigos de los hechos, así co-
mo requerir información a las autoridades; Brindar
apoyo a las víctimas de estas violaciones, por medio
de asistencia profesional o representación en los pro-
cesos, así como a través de asesoramiento y apoyo pa-
ra su rehabilitación; Dar seguimiento, analizar y visi-
bilizar los avances o retrocesos en políticas públicas,
legislación y otros elementos que constituyen la polí-
tica de Estado en materia de derechos humanos, entre
otras.

A través de estas actividades, las y los defensores de
derechos humanos se constituyen en una base impor-
tante sobre la que se apoyan las víctimas del delito, la
sociedad civil y las organizaciones que acuden a ellos
con la intención de hacer efectivo el derecho al acceso
a la justicia y que los hechos delictivos no queden en
la impunidad.
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De igual manera, al demandar y hacer públicos los
abusos, las y los defensores contribuyen a mejorar las
condiciones sociales, económicas, políticas y jurídicas
de la sociedad, pues impelen a las autoridades a rendir
cuentas respecto de la observancia y cumplimiento de
las normas que tutelan los derechos humanos.

Cabe señalar que la Comisión Nacional de Derechos
Humanos en su informe El derecho a defender. Infor-

me especial sobre la situación de las y los defensores

de los derechos humanos en México, en el capítulo de
las conclusiones señalo: 

“Conclusiones

Primera. El reconocimiento de las personas que
realizan actividades de promoción y protección de
derechos humanos y los riesgos que enfrentan du-
rante el ejercicio de sus actividades, así como la
sensibilización respecto de la importancia de éstas
para la consolidación de una sociedad democrática,
constituye ya de por sí una forma de prevención y
protección de los derechos humanos de los inte-
grantes de este grupo, así como de quienes acuden
a ellos en búsqueda de ayuda, por lo que es necesa-
rio que las autoridades de los tres órdenes de go-
bierno sumen esfuerzos para el efectivo reconoci-
miento y protección de las y los defensores.

Segunda. Las y los defensores de derechos hu-
manos constituyen un grupo en condiciones de
especial riesgo de vulnerabilidad que con fre-
cuencia recibe ataques y amenazas de los secto-
res para quienes sus actividades resultan incó-
modas. Además, existen defensores civiles
expuestos a un mayor número de riesgos, en razón
de los casos específicos y temas que atienden, de la
población a la que defienden y de las zonas de ries-
go en las que desempeñan sus actividades.

Tercera. Existe un marco jurídico nacional e inter-
nacional que protege los derechos de las y los de-
fensores, particularmente de aquellos que se en-
cuentran estrechamente vinculados con las
actividades que realizan, por lo que las víctimas
pueden hacer efectivos los mecanismos universales,
regionales y nacionales, en aquellos supuestos en
que determinen denunciar violaciones a sus dere-
chos humanos.

Cuarta. A pesar del subregistro de datos respecto
de los delitos y violaciones a derechos humanos co-
metidas en perjuicio de defensores, del año 2005 a
la fecha existe un elevado número de denuncias y
quejas presentadas, respectivamente, ante las ins-
tancias de procuración de justicia y las comisiones
de derechos humanos, en razón de crímenes y agre-
siones cometidos contra quienes conforman este
grupo en especial situación de vulnerabilidad.

Quinta. Los ataques a defensores atentan, en su ma-
yoría, contra sus derechos humanos a la vida, inte-
gridad, seguridad y libertad personales, al acceso a la
justicia, libertad expresión, asociación, honra y pri-
vacidad, así como libertad de tránsito y propiedad.

Sexta. Los actos de intimidación, amenazas, hosti-
gamientos, así como las detenciones arbitrarias y la
negativa de acceso a la justicia, constituyen los
principales obstáculos a que se enfrentan las y los
defensores de los derechos humanos.

Séptima. El subregistro de datos respecto de los de-
litos y violaciones cometidas contra defensores obs-
taculiza la elaboración de un diagnóstico completo
sobre las condiciones en que realizan sus activida-
des.

Octava. La participación de las y los defensores en
los mecanismos y políticas públicas de promoción y
protección de sus libertades fundamentales resulta
indispensable para que se generen mecanismos que
garanticen de manera efectiva sus derechos huma-
nos.

Novena. Es necesario que las autoridades de los
tres ámbitos de gobierno construyan un frente
común en la prevención y protección de los dere-
chos de los defensores, a través de la implemen-
tación de acciones eficaces que les permitan ejer-
cer libremente sus actividades.

Décima. El derecho a defender no se agota en el de-
ber del Estado de abstenerse de interferir o restrin-
gir los derechos y actividades de los defensores, si-
no que supone la obligación positiva de generar
medidas legislativas, administrativas, judiciales,
económicas, sociales y culturales, para evitar que
otras personas o entidades privadas impidan a este
grupo la realización de sus labores.”
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Tercero. Al respeto cabe señalar que Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, ha señalado
la importancia de reconocer la importancia de la la-
bor de las defensoras y defensores y ha señalado
que la falta de un debido reconocimiento por parte
de las autoridades coloca a las y los defensores en
una situación de vulnerabilidad. El hecho que la la-
bor de las y los defensores no esté debidamente va-
lorada y reconocida por parte de las autoridades y
de la sociedad en general representa uno de los prin-
cipales desafíos para la defensa de los derechos hu-
manos.7

En virtud de ello la CIDH considera indispensable
para la protección global a defensoras y defensores
la promoción de una cultura que reconozca pública
e inequívocamente el papel fundamental que ejer-
cen las defensoras y defensores de derechos huma-
nos para la garantía de la democracia y, que el ejer-
cicio de la protección y promoción de los derechos
humanos es una acción legítima que propende al
fortalecimiento del Estado de Derecho y la amplia-
ción de los derechos y garantías de todas las perso-
nas. 8

La comisión considera que, si bien los Estados tienen
la obligación de adoptar políticas efectivas de preven-
ción y protección para las defensoras y defensores a
fin de que puedan ejercer su trabajo en un ambiente se-
guro, y libre de ataques y hostigamientos, es de parti-
cular relevancia que no solamente funcionarios públi-
cos y entidades públicas reconozcan la importancia de
la labor de defensoras y defensores, sino que todos los
sectores de la sociedad, incluidos dirigentes políticos,
sociales, religiosos, empresariales y medios de comu-
nicación, contribuyan a legitimar la labor de defenso-
ras y defensores.9

En virtud de ello la CIDH considera indispensable que
las políticas globales de protección a defensoras y de-
fensores contemplen el reconocimiento de la impor-
tancia de la labor de defensoras y defensoras para la
garantía de la democracia y el Estado de Derecho y, el
cual constituye un componente esencial para asegurar
la protección de las defensoras y defensores10 en cual-
quier política nacional de derechos humanos ya que
contribuye a eliminar la estigmatización en contra de
las defensoras y defensores y a disminuir los riesgos
de ataques al hacer ver a la sociedad la importancia de
su labor para dar efectividad a los derechos humanos

de los habitantes de la región americana. La Comisión
estimula y apoya a las defensoras y defensores de de-
rechos humanos y reconoce que éstos son el enlace en-
tre la sociedad civil en el plano interno y el sistema de
protección de los derechos humanos en el plano inter-
nacional. Su papel en la sociedad es fundamental para
la garantía y salvaguarda de la democracia y del Esta-
do de derecho.11

En este orden de ideas la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos recomienda a los Estados Ameri-
canos:12

“1) Asegurar que las autoridades o terceros no mani-
pulen el poder punitivo del Estado y sus órganos de
justicia con el fin de hostigar a defensoras y defenso-
res de derechos humanos. Los Estados deben adoptar
todas las medidas necesarias para evitar que median-
te investigaciones judiciales se someta a juicios in-
justos o infundados a las defensoras y defensores.

2) Adoptar todas las medidas legislativas, adminis-
trativas y de otra índole que sean necesarias para
asegurar que efectivamente se garanticen los dere-
chos y libertades consagrados en la Convención
Americana y en particular el derecho a defender los
derechos. Para lograr estos objetivos, la CIDH ins-
ta a los Estados a cumplir con las siguientes reco-
mendaciones específicas:

A. Reconocer el trabajo de defensores y defenso-
ras de derechos humanos y su rol en las socieda-
des democráticas

Con miras a reconocer el trabajo de las y los defenso-
res de derechos humanos, los Estados deben:

3) Reconocer pública e inequívocamente el papel
fundamental que ejercen las defensoras y defen-
sores de derechos humanos para la garantía de
la democracia y del Estado de Derecho en la so-
ciedad, cuyo compromiso se refleje en todos los
niveles estatales, sea municipal, estadual o nacio-
nal y en todas las esferas de poderes –ejecutivo,
legislativo o judicial. Ello se puede lograr a través
de programas especiales, el otorgamiento de pre-
mios, ceremonias, comunicados de prensa o medi-
das de otra índole que visibilicen el trabajo de las
personas defensoras, y que demuestren su valor e
importancia para la sociedad.
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4) Realizar actividades de educación y divulgación
dirigidas a todos los agentes del Estado, a la socie-
dad en general y a la prensa, para concientizar
acerca de la legitimidad del trabajo de la promo-
ción y defensa de los derechos humanos, así co-
mo de la importancia y validez del trabajo de las
defensoras y defensores de derechos humanos y
de sus organizaciones, ya que sus acciones no de-
bilitan al Estado, sino que lo fortalecen, tomando
en cuenta para ello los instrumentos internacionales
que se refieren a la materia 472.

5) Instruir a las autoridades gubernamentales para
que desde el más alto nivel se generen espacios de
diálogo abierto con las organizaciones de dere-
chos humanos para recibir su retroalimentación
con respecto a políticas existentes y la afectación
de dichas políticas en su trabajo, así como sobre
vacíos legislativos. Las organizaciones de dere-
chos humanos también deben ser consultadas so-
bre políticas propuestas para recibir insumos y
opiniones.

6) Fortalecer la protección para el derecho de la par-
ticipación de las y los defensores de derechos hu-
manos, así como de las personas afectadas, o quie-
nes podrían estar afectadas, en proyectos de
desarrollo que impactan en el ejercicio de los dere-
chos económicos, sociales y culturales. 

Para la CIDH, es sumamente importante contar con
dicha participación antes de iniciar el proyecto, así
como en todas las fases de su ejecución.

7) Abstenerse de hacer declaraciones que estig-
maticen a las defensoras y defensores y que su-
gieran que estas y estos así como las organiza-
ciones de derechos humanos actúan de manera
indebida o ilegal, solo por el hecho de realizar
sus labores de promoción o protección de dere-
chos humanos. En el mismo sentido, dar instruc-
ciones precisas a sus funcionarios a este respecto
y sancionar disciplinariamente a quienes no
cumplan con dichas instrucciones. 

Por último, facilitar una vía pública de rectifica-
ción donde defensoras y defensores puedan res-
ponder a las declaraciones estigmatizantes efec-
tuadas por funcionarios en su perjuicio.”13

Cuarto. Asimismo, es necesario señalar que el 6 de
abril de 2016,  3 expertos de la ONU, incluidos el
Relator Especial sobre la situación de los defenso-
res de los derechos humanos, Michel Forst, el Rela-
tor Especial sobre libertad de opinión y de expre-
sión, David Kaye, y  el Relator Especial sobre el
derecho a la libertad de reunión pacífica y de aso-
ciación, Maina Kiai,14 pidieron a México contra-
rrestar la campaña de desprestigio y respaldar a
los defensores de derechos humanos, y exhorta-
ron hoy al Gobierno de México a expresar su
completo respaldo al trabajo de los defensores y
las organizaciones de derechos humanos de la
sociedad civil, y a que contrarreste activamente
la actual campaña de estigmatización que busca
socavar su trabajo como promotores de las li-
bertades fundamentales en el país.15

“Las autoridades mexicanas deberían reconocer
públicamente que la defensa de los derechos hu-
manos y de las víctimas de violaciones de dere-
chos humanos no es sólo una actividad legítima,
sino fundamental para fortalecer el estado de de-
recho, la rendición de cuentas ante la justicia y la
democracia en el país”. 

El trabajo que llevan a cabo los defensores de los de-
rechos humanos y la sociedad civil en México ha con-
tribuido activamente a la promoción del acceso de las
víctimas a la justicia y a la verdad, y es especialmente
importante en un contexto en el que ocurren graves
violaciones de derechos humanos que en gran parte
permanecen en la impunidad. 

Cualquier atentado contra el trabajo que llevan a cabo
los defensores de derechos humanos crea un efecto di-
suasivo, silenciando otros puntos de vista y expresio-
nes de disenso por parte de quienes ejercen su derecho
a la libertad de expresión y a la libertad de reunión pa-
cífica y de asociación. 

El gobierno debe contrarrestar tales ataques y tomar
las medidas necesarias para garantizar un ambiente se-
guro para las personas y la sociedad civil, libre de
cualquier tipo de acoso”.

El llamado de los expertos se dio en el contexto de una
ola de críticas en diversos medios mexicanos contra
defensores de derechos humanos, organizaciones no
gubernamentales y miembros de organismos interna-
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cionales de derechos humanos que está empeorando el
clima para la promoción y protección de los derechos
humanos en el país, en donde a través de una campa-
ña mediática, varios defensores y organizaciones de
derechos humanos de la sociedad civil han sido acusa-
dos de fraude y corrupción, de defender presuntos de-
lincuentes y de promover la impunidad realizando fal-
sas denuncias de tortura.

Por ejemplo las organizaciones nacionales e interna-
cionales y expertos involucrados en la investigación
del caso de la desaparición forzada de los estudiantes
de Ayotzinapa, incluido el Grupo Interdisciplinario de
Expertos Independientes de la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, fueron objeto de campañas
para desacreditar su trabajo y los resultados de sus in-
vestigaciones.

Quinto. En razón de su participación en la lucha a fa-
vor de los derechos humanos, las y los defensores se
ven expuestos, en un creciente número de ocasiones, a
amenazas, abusos, actos de hostigamiento, intimida-
ción y ataques a sus libertades fundamentales, por par-
te de autoridades o agentes no gubernamentales, lo que
los constituye en un grupo en especial situación de
vulnerabilidad.

La labor que se realiza no es fácil, pues las denuncias
que formulan respecto de los abusos cometidos contra
grupos de personas o individuos en particular, así co-
mo su constante combate por la aplicación de la legis-
lación nacional e internacional, resultan en ocasiones
incómodas para algunos sectores, particularmente pa-
ra los propios transgresores de los derechos que las y
los defensores promueven y protegen.

A cuatro años de la publicación de la Ley Federal de
Protección a Personas Defensoras de Derechos Huma-
nos y Periodistas, el 25 de junio de 2012 , por la que
se creó el mecanismo de protección para personas de-
fensoras de derechos humanos y periodistas, los resul-
tados demuestran que éste no ha logrado conseguir un
cambio significativo en la situación de las personas
defensoras y periodistas y pone en evidencia las pro-
blemáticas que requieren atención inmediata para ga-
rantizar la seguridad de ambos colectivos.

Se ha ubicado la ausencia de respaldo político, finan-
ciero y de recursos humanos del mecanismo, seguido
de la falta de reconocimiento de la labor de las per-

sonas defensoras y periodistas; la descoordinación y
falta de voluntad de las autoridades competentes de los
distintos niveles de gobierno; las limitaciones en la in-
vestigación, y el desinterés en activar las herramientas
que por ley se definieron para prevenir los abusos y
ataques contra esta población. 

En este sentido, es fundamental que el estado y sus
instituciones visibilicen y respalden la legítima activi-
dad de las personas defensoras de derechos humanos y
periodistas, reconociendo públicamente su valía para
la vida democrática del país.

Adicionalmente debe considerarse que el artículo pri-
mero constitucional establece la obligación de todas
las autoridades, incluida por supuesto esta Cámara de
Diputados, de “promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con
los principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad. 

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, inves-
tigar, sancionar y reparar las violaciones a los de-
rechos humanos, en los términos que establezca la
ley”.

Por lo anteriormente expuesto, ponemos a considera-
ción de esta honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta al Titular del Ejecutivo Fe-
deral a reconocer públicamente que la defensa de los
derechos humanos y de las víctimas de violaciones de
derechos humanos no es sólo una actividad legítima,
sino fundamental para fortalecer el estado de derecho,
la rendición de cuentas ante la justicia y la democracia
en el país.

Notas

1 Presidencia. 6º Foro Nacional “Sumemos Causas. Por la Seguri-

dad, Ciudadanos + Policías” 13 noviembre de 2017. 

https://www.gob.mx/presidencia/es/articulos/6-foro-nacional-su-

memos-causas-por- la-segur idad-c iudadanos-pol ic ias-

134260?idiom=es 
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2 Lamenta Peña Nieto que se descalifique el trabajo de las fuerzas

armadas y policiacas. http://www.jornada.com.mx/2017/11/14/po-

litica/005n1pol 

3 Ídem.

4 Ibídem.

5 Ibídem.

6 http://www2.ohchr.org/spanish/issues/defenders/who.htm 

7 CIDH, Derechos humanos de los migrantes y otras personas en

el contexto de la movilidad humana en: 

México, OEA/Ser.L/V/II.Doc./48/13, 30 de diciembre de 2013,

párr. 276.  

http://www.oas.org/es/cidh/migrantes/docs/pdf/informe-migran-

tes-mexico-2013.pdf 

8 CIDH, Informe sobre la situación de las defensoras y defensores

de los derechos humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.124

Doc. 5 rev.1, 7 de marzo 2006, recomendación 2. 

http://www.cidh.org/countryrep/defensores/defensoresindice.htm 

9 ONU, Asamblea General, Consejo de Derechos Humanos,

A/HRC/22/L.13, Protección de los defensores de los derechos hu-

manos, Recomendación 18. 

http://protectionline.org/files/2013/06/A-HRC-22-L13_HRD_Re-

solution_SP.pdf 

10 ONU, Asamblea General, Resolución aprobada por el Consejo

de Derechos Humanos, Protección de los defensores de los dere-

chos humanos, A/HRC/RES/13/13, 15 de abril de 2010, pág. 2. 

h t t p s : / / d o c u m e n t s - d d s -

ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G10/129/03/PDF/G1012903.pdf?Op

enElement 

11 CIDH, Informe sobre la situación de las defensoras y defenso-

res de los derechos humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.124

Doc. 5 rev.1, 7 de marzo 2006, párr. 330. 

https://www.cidh.oas.org/countryrep/Defensores/DEFENDERS.S

PANISH.pdf 

12 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMA-

NOS. Criminalización de la labor de las defensoras y los defenso-

res de derechos humanos 2015. http://www.oas.org/es/cidh/infor-

mes/pdfs/criminalizacion2016.pdf 

13 La CIDH considera que los Estados deben proveer a las defen-

soras y defensores un recurso adecuado cuando son objeto de de-

claraciones estigmatizantes que pueden afectar su reputación,

comprometer su integridad personal, y dar pie a o facilitar su cri-

minalización. En este sentido el artículo 14 de la Convención

Americana establece que “toda persona afectada por informacio-

nes inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de me-

dios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al pú-

blico en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de

difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que esta-

blezca la ley”. Por ello, la CIDH considera que cuando los funcio-

narios efectúan declaraciones estigmatizantes en contra de defen-

soras y defensores debe habilitarse a las defensoras y defensores la

vía de la rectificación o respuesta, sin perjuicio de adoptar las me-

didas disciplinarias que correspondan.

14 El Sr. Michel Forst, Relator Especial sobre la situación de de-

fensores de derechos humanos, el señor David Kaye, Relator Es-

pecial sobre libertad de opinión y de expresión y el Sr. Maina Kiai,

Relator Especial sobre el derecho a la libertad de reunión pacífica

y de asociación, son parte de lo que se conoce como Procedimien-

tos Especiales del Consejo de Derechos Humanos. Los ‘Procedi-

mientos Especiales’ son el mayor órgano de expertos independien-

tes en el sistema de la ONU para los Derechos Humanos, que

reúne a los mecanismos de investigación y monitoreo establecidos

por el Consejo de Derechos Humanos para hacer frente a situacio-

nes concretas en países o a cuestiones temáticas en todo el mundo.

Los expertos de los Procedimientos Especiales trabajan de manera

voluntaria; no son personal de la ONU y no perciben un salario por

su labor. Son independientes de cualquier gobierno u organización

y actúan a título individual.

15 Expertos de la ONU piden a México contrarrestar la campaña

de desprestigio y respaldar a los defensores de derechos humanos

http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?

NewsID=19784&LangID=S

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputados: Cuitláhuac García Jiménez (rúbrica), Roberto Alejan-

dro Cañedo Jiménez (rúbrica) y Alfredo Basurto Román.
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CON PUNTO DE ACUERDO, RELATIVO A LOS TRABAJADO-
RES MIGRATORIOS EX BRACEROS DEL PERIODO 1942-
1964, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

Los que suscriben, Modesta Fuentes Alonso, Delfina
Gómez Álvarez, Mariana Trejo Flores, Mario Ariel
Juárez Rodríguez y  Jesús Serrano Lora, diputados  in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Morena en esta
LXIII Legislatura federal, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79,
numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta
soberanía, la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de los siguientes

Antecedentes y Consideraciones

1. El 21 de agosto de 1942, los gobiernos de Estados
Unidos y México suscribieron un Convenio Interna-
cional de Trabajadores Temporales que tenía como fi-
nalidad hacer posible la entrada a los Estados Unidos
de trabajadores mexicanos, para cubrir el déficit de
mano de obra originado a raíz de la participación de
este país en la Segunda Guerra Mundial. Dicho conve-
nio estuvo vigente en términos formales hasta 1964,
aunque existen documentos que prueban que se los si-
guió contratando hasta 1967. En todo este periodo,
fueron más de 4.6 millones de trabajadores mexicanos
los que trabajaron como braceros en los Estados Uni-
dos, en la construcción de vías férreas y en la produc-
ción de alimentos en los campos agrícolas; es decir, en
dos de los sectores que fueron clave para mantener en
pie la economía de guerra estadounidense.

2.  En la cláusula quinta del Convenio de Trabajadores
Temporales, suscrito por Estados Unidos de América y
México, se acordó que se haría una deducción de un
10 por ciento en los salarios de los trabajadores mexi-
canos braceros, para la constitución del llamado ‘Fon-
do de Ahorro Campesino’, y que dicho ahorro les se-
ría devuelto una vez que hubiesen regresado a su país
y a sus comunidades de origen. 

3. Aun cuando el gobierno estadounidense envió esos
recursos con toda puntualidad al gobierno mexicano,
éste nunca se los entregó a los trabajadores ex brace-
ros, originándose así el que quizá haya sido el segun-
do robo más grande de nuestra historia, sólo superado
por el saqueo que la corona española llevó a cabo a lo

largo de los 300 años que duró la dominación colonial.
Si se considera: a) que ese descuento se hizo a todos y
cada uno de los trabajadores braceros mexicanos; b)
que era una deducción en dólares; c) que en todo el
período sumaron más de 4 millones 600 mil braceros;
y d) que fue un período de por lo menos 22 años, de
1942 a 1964; no puede concluirse otra cosa, sino que
fue un robo enorme, colosal, de dimensiones realmen-
te históricas. Más aún, a ese robo inicial hay que agre-
garle los intereses bancarios y las actualizaciones por
la inflación que correspondan por los 75 años que ya
han transcurrido desde que inició el ‘Programa Brace-
ro’ en 1942. 

El Centro de Análisis Multidisciplinario (CAM) de la
Facultad de Economía de la UNAM, estimó en 2008
que el monto de la deuda del Estado mexicano con los
trabajadores ex braceros, ascendía a más de 5 billones
de pesos.

4. A partir de 1998 comenzaron a constituirse por di-
ferentes rumbos del país organizaciones de lucha de
los trabajadores ex braceros para exigir al gobierno fe-
deral la restitución de sus fondos de ahorro, más los
accesorios legales respectivos. Desde ese año y hasta
aproximadamente 2004, su lucha fue en ascenso: de-
mandas legales en Estados Unidos, marchas, planto-
nes, cierres de carreteras y de líneas fronterizas, tomas
de edificios públicos, etcétera, hasta culminar con la
irrupción de varios miles de braceros en el rancho de
Vicente Fox en 2004, en San Francisco del Rincón,
Guanajuato.  

5. Ante el empuje del movimiento, dos de los tres po-
deres del Estado mexicano: el Ejecutivo y el Legisla-
tivo federales, fraguaron una supuesta solución, que
más bien iba encaminada a mediatizar y minimizar
la lucha de los trabajadores ex braceros. En ese senti-
do, se aprobó la llamada Ley que crea el Fideicomi-
so que Administrará el Fondo de Apoyo Social pa-
ra ex Trabajadores Migratorios Mexicanos,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25
de mayo de 2005, mediante la cual se creó un fideico-
miso (2106, hoy 10230) a efecto de otorgar a los tra-
bajadores ex braceros que laboraron en Estados Uni-
dos en el período señalado o a sus beneficiarios, un
apoyo social por 38 mil pesos por única ocasión. De
2005 a la fecha, se ha pagado ese apoyo a un poco más
de 190 mil beneficiarios, que representan apenas un
6.1 por ciento del total de los ex braceros o sus bene-
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ficiarios existentes;1 y a pesar de que estas cifras sig-
nifican un avance mínimo en relación con el objetivo
del fideicomiso, en el sexenio actual no se ha asigna-
do un solo centavo en el Presupuesto de Egresos de la
Federación para dar continuidad a este programa. 

6. Afortunadamente un buen número de organizacio-
nes y de trabajadores ex braceros no se han dejado
confundir y se han mantenido firmes en la lucha por la
restitución íntegra del 10%, Fondo de Ahorro Campe-
sino, más sus accesorios legales respectivos; y al cabo
de una lucha de más de 18 años, el 29 de febrero de
2016 obtuvieron un triunfo importantísimo, cuando el
Juzgado Segundo de Distrito en Materia Adminis-
trativa de la Ciudad de México, a cargo de la Lic.
Paula María García Villegas Sánchez Cordero, les
concedió, en el expediente 1558/2015, el amparo y la
protección de la justicia federal para los efectos de
que, una vez que dicha sentencia cause ejecutoria: 

a) “…se emita un nuevo oficio, congruente, debida-
mente fundado y motivado, donde resuelva favora-
blemente respecto de la solicitud de pago de las
cantidades que por concepto de fondo de ahorro
campesino, descuento semanal a razón de un 10 por
ciento del salario de los quejosos, durante el tiempo
que laboraron en Estados Unidos de América, bajo
el Programa Bracero, entre 1942 y 1964 […]; asi-
mismo, deberán devolverles la cantidad de nu-
merario que les corresponde de dicho fondo”; 

b) “Se cree un banco de datos “censo” con todos los
datos y nombres de los exbraceros y beneficiarios
de éstos, a efecto de determinar qué personas tienen
derecho al pago del fondo de ahorro, creado a tra-
vés del Programa Bracero, entre 1942 y 1964”; 

c) “Se otorgue el certificado de identidad corres-
pondiente, para lo cual se instruye a las autoridades
responsables que proporcionen todas las facilidades
a todos los exbraceros y sus beneficiarios para po-
der obtener la documentación que necesitan a efec-
to de  acreditar el derecho al pago de tal ahorro…”; 

d) “Que las autoridades responsables realicen una
investigación exhaustiva con el gobierno de los Es-
tados Unidos de América, a efecto de determinar los
nombres, cuentas, y cantidades que ahorró cada uno
de los migrantes mexicanos llamados «braceros»,
entre 1942 y 1964, debiendo rendir cuentas exactas

y transparentes respecto del destino de sus ahorros
con la colaboración de los bancos norteamericanos
a efecto de evitar pretextar el cumplimiento de este
punto bajo el argumento de que derivado de los sis-
mos de septiembre [de] 1985 se destruyó la docu-
mentación correspondiente”; 

e) “El gobierno federal deberá gestionar a través de
las autoridades del servicio exterior mexicano, la
posibilidad de que a través de los consulados, todos
los connacionales que residan en los Estados Uni-
dos de América, y que tengan la calidad de ex bra-
ceros o beneficiarios, puedan acceder al beneficio
del pago del fondo de ahorro, creado a través del
Programa Bracero, entre 1942 y 1964, a través del
consulado mexicano”.2

Es decir, la juzgadora dictó una sentencia ejemplar,
que va hasta la raíz de esta gran injusticia histórica, y
ordena al titular del Ejecutivo federal pagar a los que-
josos el 10 por ciento histórico, más los accesorios le-
gales correspondientes. En las fojas 146 y 147 de la
mencionada sentencia, hace referencia al estudio reali-
zado en el CAM de la Facultad de Economía de la
UNAM en 2008; dice:

“De acuerdo con sus cálculos, el dinero retenido, más
los intereses ganados en 65 años, da un total de 5 bi-
llones 90 mil 231 millones 275 mil pesos. Los estu-
diosos estiman que considerando este monto y divi-
diéndolo entre el número de contratos, a cada
trabajador le correspondería en promedio un mi-
llón 96 mil pesos” (las negritas son propias).

7. La Presidencia de la República interpuso un recurso
de revisión en virtud del cual el caso fue turnado al dé-
cimo primer Tribunal Colegiado de la Ciudad de Mé-
xico; y cuando éste estaba a punto de resolver, la Pro-
curaduría General de la República, a nombre del
Ejecutivo federal, solicitó a la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (SCJN), atraer el caso. 

Aunado a lo anterior, el  26 de octubre de 2016, la Se-
gunda Sala de la Suprema Corte acordó por unanimi-
dad, ejercer la facultad de atracción respecto al mismo.

En enero del presente año fue nombrado como ponen-
te el ministro Javier Laynez Potisek, por lo que es pro-
bable que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación esté en condiciones de sesionar para
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dictar su resolución final sobre este asunto, en el ex-
pediente de amparo en revisión 1252/2016. 

8. En el caso de que la Corte ratifique la sentencia que
ya fue dictada por la jueza de distrito, ello significaría
prácticamente el inicio del triunfo definitivo de la lu-
cha de los trabajadores ex braceros; en caso de que la
revocase, dicha resolución sería un revés para dicho
movimiento social.

Por otro lado, la Corte tiene también la posibilidad de
modificar los términos de la sentencia que ya fue dic-
tada por el Juzgado de Distrito citado. Pero sin duda
alguna, en cualquiera de estas posibles hipótesis, la re-
solución que dicte la Suprema Corte será de trascen-
dencia histórica, y afectará, para bien o para mal, a to-
dos los trabajadores ex braceros, a sus familias, sus
organizaciones, y el futuro del movimiento. 

9. Nuestra Carta Magna establece varios principios
que, sin duda alguna, permitirían caracterizar como
ilícita la apropiación que el Estado mexicano hizo de
los fondos de ahorro de los trabajadores ex braceros,
entre ellos:  

a) el artículo quinto constitucional dice textualmen-
te que “nadie puede ser privado del producto de su
trabajo, sino por resolución judicial”; y a pesar de
ello, más de 4 millones 600 mil trabajadores brace-
ros fueron privados del 10 por ciento de sus salarios
sin que mediara resolución judicial alguna; 

b) por otra parte, en su artículo 14 nuestra Constitu-
ción establece que “nadie podrá ser privado de la li-
bertad o de sus propiedades, posesiones o derechos,
sino mediante juicio…”; esto es, la única forma en
que el Estado mexicano podría apropiarse legal-
mente de los fondos de ahorro de los trabajadores
ex braceros, sería, previa demanda, venciéndolos en
juicio, cosa que desde luego no ha sucedido, ni hay
forma alguna de que suceda; y 

c) en su artículo primero, nuestra Constitución se-
ñala que “en los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos re-
conocidos en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección
[…]”, y que “todas las autoridades, en el ámbito de
sus competencias, tienen la obligación de promo-

ver, respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos […] En consecuencia, el Estado deberá pre-
venir, investigar, sancionar y reparar las violacio-
nes a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley” (las negritas son propias). 

Con base en lo anteriormente expuesto y con funda-
mento en las disposiciones invocadas en el proemio,
nos permitimos proponer los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Esta honorable Cámara de Diputados exhor-
ta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolver
conforme a derecho el expediente de Amparo en Revi-
sión 1252/2016, promovido por varios miles de traba-
jadores mexicanos ex braceros o sus beneficiarios, es-
to es, que ratifique en todos y cada uno de sus términos
la sentencia emitida por el Juzgado Segundo de Distri-
to en Materia Administrativa de la Ciudad de México
el pasado 29 de febrero de 2016, y en consecuencia or-
dene al Ejecutivo federal restituya a los quejosos el
equivalente del 10 por ciento de sus salarios que les
fue retenido mientras trabajaron en Estados Unidos de
América, más los accesorios legales correspondientes
por todos los años que han transcurrido desde el inicio
del llamado ‘Programa Bracero’.

Segundo. Esta soberanía exhorta a la Secretaría de
Gobernación para que realice un censo y elabore la ba-
se de datos respectiva con todos los datos y nombres
de los exbraceros y beneficiarios de éstos, a efecto de
determinar qué personas tienen derecho al pago del
fondo de ahorro, creado con el ‘Programa Bracero’,
entre 1942 y 1964.

Tercero. Esta soberanía exhorta a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores para que realice una investigación
exhaustiva con el gobierno de Estados Unidos de
América, a efecto de determinar los nombres, cuentas,
y cantidades que ahorró cada uno de los migrantes me-
xicanos llamados ‘braceros’, entre 1942 y 1964, de-
biendo rendir cuentas exactas y transparentes respecto
del destino de sus ahorros con la colaboración de los
bancos norteamericanos.

Cuarto. Esta honorable Cámara de Diputados exhorta
a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que se
otorgue a los trabajadores exbraceros que hoy día ya
no tienen documentos probatorios originales el Certi-
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ficado de Identidad  respectivo, ello con el objetivo de
que los ex braceros y sus beneficiarios puedan obtener
la documentación que necesitan a efecto de  acreditar
el derecho al pago de tal ahorro.

Notas

1 Según un estudio de impacto presupuestal realizado en 2008 por

el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Di-

putados, se estimaba que existían 3 millones 233 mil 755 ex bra-

ceros o beneficiarios de ellos en condiciones de reclamar legal-

mente el pago de ese apoyo social. Véase  CEFP, “Impacto

Presupuestario ‘Programa Bracero’ 1942-1964”, México, Palacio

Legislativo de San Lázaro, marzo de 2008, p. 12.

2 Sentencia de veintinueve de febrero de dos mil dieciséis, dictada

en el Juicio de Amparo número 1558/2015, del índice del Juzgado

Segundo de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de

México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputados: Modesta Fuentes Alonso, Delfina Gómez Álvarez,

Mariana Trejo Flores, Mario Ariel Juárez Rodríguez, Jesús Serra-

no Lora (rúbricas). 

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

SECRETARÍA DE SALUD A GARANTIZAR EL ABASTO DEL

MATERIAL DE OSTEOSÍNTESIS EN EL SEGURO POPULAR, A
CARGO DEL DIPUTADO ROBERTO GUZMÁN JACOBO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Roberto Guzmán Jacobo, diputado in-
tegrante de la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I,
y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cá-

mara de Diputados, somete a consideración del pleno
la siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor
de las siguientes:

Consideraciones

Una de las principales quejas en el Seguro Popular es
el tiempo de espera a que son sometidos los pacientes
para ser operados por falta de prótesis, tornillos, placas
y material de osteosíntesis cubierto por el Catálogo
Universal de Servicios.

La osteosíntesis es la intervención quirúrgica de las
fracturas del sistema esquelético. La cirugía se aplica
para mejorar los resultados que se obtendrían con un
simple enyesado. La operación tiene como objetivo
estabilizar los fragmentos óseos mediante implantes
fabricados en acero de grado médico o de otros mate-
riales biocompatibles, los cuales se implantan en con-
tacto directo con el tejido óseo y tiene como finalidad
recuperar la función de los huesos lo más rápidamente
posible.1

Los pacientes con fracturas esperan en los hospitales
semanas y en algunos casos meses, y no los operan. A
la falta de material de osteosíntesis se suma la falta de
quirófanos o de turnos quirúrgicos, lo que ha generado
una sobredemanda y el rezago de las cirugías en el área
de traumatología. Este problema ha llevado a los fun-
cionarios del Seguro Popular a considerar la posibili-
dad de ampliar los contratos de subrogación con hospi-
tales privados, a fin de atender las cirugías que no son
posibles de realizar en las instituciones públicas.

Muy probablemente, la falta de materiales para aten-
der a los pacientes se encuentra vinculada a la corrup-
ción existente en el Seguro Popular en la adquisición
de equipo y medicamentos.

Hasta el año 2003 el material de osteosíntesis lo ad-
quiría el hospital que atendía al paciente afiliado al Se-
guro Popular, pero se detectaron diversas irregularida-
des como materiales de mala calidad, compras de
prótesis idénticas, a precios diferentes, la adquisición
con sobreprecio de diversos artículos o bien solicitar al
paciente una marca en especial o que los adquiriera en
determinada empresa.2

A partir de 2004, el Seguro Popular es el responsable
de proveer los materiales necesarios a los pacientes
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que sufrieron un accidente o presentan problemas de
tipo ortopédico y necesitan una prótesis.

A pesar de esta medida el problema no se ha solucio-
nado, por el contrario, de acuerdo con el Informe de
Resultados de la Cuenta Pública 2016, elaborado por
la Auditoría Superior de la Federación (ASF), en la
mayoría de los estados de la república se cometen irre-
gularidades en la compra de materiales y medicinas.

Los gobiernos estatales compran productos que no es-
tán incluidos en el Catálogo Universal de los Servicios
de Salud (CAUSES), los medicamentos se adquieren a
un precio superior al de referencia, las cantidades que
se compran son superiores al porcentaje autorizado y
la documentación que sustenta la compra carece de los
requisitos fiscales.

Otras de las irregularidades, detectadas desde el año
2011, consisten en que no se consultan los precios a la
Comisión Coordinadora para la Negociación de Pre-
cios de Medicamentos y otros insumos para la salud; y
no existen controles para la identificación del medica-
mento caduco, próximo a caducar, de lento o nulo mo-
vimiento.

Aún y cuando existen orientaciones y criterios para re-
ducir los costos en la compra de medicamentos, mu-
chas empresas encuentran poco atractivo participar en
las licitaciones porque los precios son más bajos que
los existentes en el mercado y se termina por subrogar
el medicamento a determinados laboratorios.

La falta de medicinas y materiales no es el único pro-
blema que aqueja al Seguro Popular. A trece años de su
creación se encuentra en crisis.

De acuerdo a la revisión de la, realizada por la Audi-
toría Superior de la Federación, las irregularidades
más comunes en 28 de las 32 entidades del país son:

* Falta de documentación que justifique y com-
pruebe el gasto realizado. Las entidades aseguran
haber gastado “pero se desconoce en qué” o “no hay
documentos suficientes que lo comprueben”.

* Irregularidades en las remuneraciones al personal.
Sueldos pagados sin tener contrato de trabajo, pa-
gos en exceso, sueldos duplicados, e incluso poste-
riores a la baja; pagos a personal que no se encon-

tró involucrado directamente en la prestación del
servicio de atención médica y personal que no se lo-
calizó en el lugar de trabajo.

* Transferencias de recursos a cuentas no autoriza-
das para ejercer el presupuesto, y los intereses ge-
nerados por esta irregularidad no son reintegrados a
la cuenta del Seguro Popular;

* Subejercicios y posibles desvíos de recursos.3

En siete de los estados de la república se concentra el
mayor número de irregularidades: Michoacán, Ciudad
de México, Oaxaca, Guanajuato, Chiapas, Sinaloa y
Morelos son las entidades que registran los mayores
montos de posibles daños al erario como consecuencia
del mal manejo de los recursos transferidos por el go-
bierno federal a los gobiernos estatales para otorgar el
Seguro Popular.

La Auditoría Superior de la Federación ha presentado
denuncias ante la Secretaría de la Función Pública pa-
ra que proceda contra los responsables.

La corrupción, los recortes presupuestales al sector sa-
lud, la falta de aportaciones y los adeudos de los esta-
dos han dado como resultado la disminución de los
programas y han frenado la cobertura del Seguro Po-
pular.

La insuficiencia de recursos para el sector salud es re-
conocida incluso por el Banco Mundial que ha reco-
nocido que el gasto público en México representó el
3.1 por ciento del PIB, y el promedio de los países
miembros de la OCDE fue de 6.9”.4 La falta de recur-
sos afecta de manera directa en la calidad de los servi-
cios y en una cobertura limitada de los servicios médi-
cos en las zonas rurales más desfavorecidas.

El titular de la Comisión Nacional de Protección Social
en Salud, Gabriel O’Shea, ha reconocido que “la falta
de recursos ha impedido que los tratamientos de diáli-
sis y hemodiálisis sean cubiertos por el Seguro Popular.
A la fecha, hay trece enfermedades en lista de espera de
cobertura, pero sin dinero no se pueden incluir”.5

Los recursos para la atención de la salud de la pobla-
ción sin seguridad social son insuficientes, afectan di-
rectamente en la calidad de los servicios y en una co-
bertura limitada de los servicios médicos en las zonas
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rurales más desfavorecidas y han impedido que el de-
recho constitucional a la salud para todos los mexica-
nos sea una realidad.

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar a
esta honorable Cámara de Diputados el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Secretaría de Salud a que se ga-
rantice el abasto del material de osteosíntesis en el Se-
guro Popular, con la finalidad atender oportunamente
a los pacientes que requieren una intervención quirúr-
gica.

Notas

1 Entorno Sanitario. Cirugía Ortopédica y Traumatología en zonas

de menor desarrollo. Disponible en 

http://www.urv.cat/media/upload//arxius/URV_Solidaria/COT/Co

ntenido/Tema_2/2.5._tecnicas_de_tratamiento_de_las_fracturas.p

df  Consultado con fecha 26 de octubre de 2017.

2 “Costeará Seguro Popular prótesis para pacientes de ortopedia”.

Informador de Jalisco

https://www.informador.mx/Jalisco/Costeara-Seguro-Popular-pro-

tesis-para-pacientes-de-ortopedia-20140113-0020.html Consulta-

do con fecha 26 de octubre de 2017.

3 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta

Pública 2011 disponible en: 

https://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_au-

ditoria/Recurrencia_Seguro_Popular.pdf Consultado con fecha 26

de octubre de 2017.

(4) Ibid.

(5) “Limita recorte programas de salud”. Diario Reforma 06-08-

2017 

http://www.reforma.com/edicionimpresa/aplicacionei/Pagina.html

?c=a Consultado con fecha 26 de octubre de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Roberto Guzmán Jacobo (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, RELATIVO A ESTABLECER UN SI-
TIO DE INTERNET DE ACCESO LIBRE DONDE SE PUBLIQUE

LA INFORMACIÓN SEÑALADA EN EL ARTÍCULO 161 DE LA

LEY DE LA INDUSTRIA ELÉCTRICA RESPECTO A LAS EM-
PRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO DE LA INDUSTRIA

ELÉCTRICA, A CARGO DE LA DIPUTADA NORMA ROCÍO

NAHLE GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA

La que suscribe, Norma Rocío Nahle García, diputada
federal de la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados. Integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 79 y
6, numeral 1, fracciones I y II, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía, el presente punto de acuerdo, bajo las si-
guientes:

Consideraciones

En lo referente a la información pública, la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su
artículo 6, establece el principio de máxima publicidad
y también que toda persona tiene derecho al libre ac-
ceso a información plural y oportuna.

En el caso específico de la industria eléctrica, lo ante-
rior ha quedado incorporado en el artículo 157 de la
Ley de la Industria Eléctrica, mismo que dispone que
el principio de máxima publicidad regirá en la infor-
mación relacionada con las actividades empresariales,
económicas, financieras e industriales que desarrollen
las empresas productivas del Estado, sus empresas
productivas subsidiarias y empresas filiales que reali-
cen actividades en la industria eléctrica.

Como parte de los medios para llevar a cabo la publi-
cidad referida, el artículo 161 de la Ley de la Industria
Eléctrica dispone:

“Artículo 161. La Secretaría establecerá un sitio

de internet, de acceso libre al público en general,

en el cual se publicarán y se mantendrán actualiza-

dos:

I. Los contratos, convenios, anexos y convenios mo-

dificatorios que las empresas productivas del Esta-

do, sus empresas productivas subsidiarias o empre-

sas filiales en México o en el extranjero celebren

con los Participantes del Mercado en relación con
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cualquier producto incluido en el Mercado Eléctri-

co Mayorista;

II. Los contratos, convenios, anexos y convenios

modificatorios que las empresas productivas del

Estado, sus empresas productivas subsidiarias o

empresas filiales en México o en el extranjero cele-

bren para la adquisición, disposición, comerciali-

zación, transporte, manejo o administración de

combustibles en relación con la industria eléctrica;

III. Los contratos, convenios, anexos y convenios

modificatorios que las empresas productivas del

Estado, sus empresas productivas subsidiarias o

empresas filiales en México o en el extranjero cele-

bren para la construcción, adquisición u operación

de obras de generación, transmisión, distribución o

comercialización, y

IV. La demás información que determine la Secre-

taría.

No se considerará como información confidencial o

reservada aquella contenida en los contratos, con-

venios, anexos y convenios modificatorios contem-

plados en el presente artículo.”

Continuando con la normatividad que rige el tema que
nos ocupa, el Reglamento Interior de la Secretaría de
Energía (DOF  31-10-2014) asigna su cumplimiento a la
Dirección General de Seguimiento y Coordinación de la
Industria Eléctrica de dicha Secretaría, conforme al artí-
culo 12 de dicho Reglamento fracción V, que dispone:

“Artículo 12. Corresponde a la Dirección General

de Seguimiento y Coordinación de la Industria

Eléctrica, el ejercicio de las facultades siguientes:

I a IV …

V. Establecer un sitio de internet, de acceso libre al

público en general, en el cual se publicarán y se

mantendrán actualizados los contratos, convenios,

anexos y convenios modificatorios que las empre-

sas productivas del Estado, sus empresas subsidia-

rias o filiales en México o en el extranjero celebren

en relación con el Mercado Eléctrico Mayorista,

combustibles, obras de generación, transmisión,

distribución o comercialización, y la demás infor-

mación que determine la Secretaría;

…

Si bien la letra de esas disposiciones es encomiable, no
tiene su correlativo en la práctica, pues a más de tres
años de promulgada la Ley de la Industria Eléctrica
(DOF 11-08-2014), la Secretaría de Energía aún no es-
tablece el sitio de internet a lo que la obliga el citado
artículo 161.

Al ser requerida esa información, incluso a través del
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI), la
Secretaría contesta que aún no tiene configurado dicho
sitio y que la Ley de la Industria Eléctrica, no estable-
ce un plazo máximo para la creación de dicho sitio.

Esa respuesta se juzga desatinada y atentatoria del de-
recho constitucional a la información pública de ma-
nera libre y oportuna.

Por lo anteriormente expuesto, someto ante esta sobe-
ranía, la siguiente proposición con:

Punto de acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Energía a establecer
el sitio de internet, previsto en el artículo 161 de la Ley
de la Industria Eléctrica, a la brevedad posible y fijan-
do entonces un plazo máximo, con el objeto de cum-
plir con el principio de máxima publicidad en los con-
tratos, convenios, anexos y convenios modificatorios,
que las Empresas Productivas del Estado, sus empre-
sas productivas subsidiarias o empresas filiales en Mé-
xico o en el extranjero celebren en relación a todas las
actividades  relacionadas con adquisición, disposición,
comercialización, transporte, manejo o administración
de combustibles en relación con la industria eléctrica;
la construcción, adquisición u operación de obras de
generación, transmisión, distribución o comercializa-
ción, así como con los participantes del Mercado Eléc-
trico Mayorista y la demás información que determine
la Secretaría.

San Lázaro, Ciudad de México, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Norma Rocío Nahle García (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

AUDITORÍA SUPERIOR DE ZACATECAS A HACER PÚBLICO

EL INFORME DEL SEGUIMIENTO DE LAS OBSERVACIONES

FORMULADAS SOBRE A LA CUENTA PÚBLICA ESTATAL DEL

EJERCICIO FISCAL DE 2015, A CARGO DEL DIPUTADO AL-
FREDO BASURTO ROMÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

El que suscribe, Alfredo Basurto Román, en mi cali-
dad de diputado federal del Grupo Parlamentario de
Morena de la LXIII Legislatura con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; 79,
fracción II, numeral 1, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración del pleno la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, bajo las si-
guientes:

Consideraciones

Primera. Miguel Alonso Reyes fue electo gobernador
del estado de Zacatecas para el periodo 2010-2016,
asumiendo la titularidad del cargo el 12 de septiembre
de 2010.

Segunda. Con respecto al ejercicio fiscal 2015 del es-
tado de Zacatecas, la Auditoría Superior del Estado de
Zacatecas fiscalizó la Cuenta Pública de 2015, con fe-
cha 12 de agosto de 2016; este órgano de fiscalización
presentó el informe respectivo, el cual contiene: 42
pliegos de observaciones, 159 solicitudes de interven-
ción de los Órganos Internos de Control, que derivaron
en 381 acciones de tipo correctivo y 376 acciones pre-
ventivas.

Tercera. El Congreso del estado de Zacatecas publicó
el dictamen en la Gaceta oficial del estado el día 12 de
septiembre de 2017, mismo que presentó a las Comi-
siones Legislativas de Vigilancia y de Presupuesto y
Cuenta Pública. La propuesta fue avalada por 14 votos
a favor, 11 en contra y 3 abstenciones.

Cuarta. De acuerdo a la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de Zacatecas el Congreso del
estado tiene facultad para expedir las leyes que regu-
len la organización y facultades de la Auditoría Supe-
rior del Estado.

En el artículo 65, fracciones XV y XXXI, sobre las fa-
cultades exclusivas del Congreso local, que a la letra
dicen:

“XV. Expedir las leyes que regulen la organización
y facultades de la Auditoría Superior del Estado y
las demás que normen la gestión, control y evalua-
ción de los poderes del estado, municipios y sus res-
pectivos entes públicos, así como expedir la ley so-
bre el Sistema Estatal Anticorrupción, de
conformidad con la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción, la presente Constitu-
ción y demás leyes aplicables;

Evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de
gestión, el desempeño de las funciones de la Audi-
toría Superior del Estado, en los términos que dis-
ponga la ley. Al efecto, podrá requerirle informes
sobre la evolución de los trabajos de fiscalización;”

“XXXI. Revisar y resolver dentro de los siete me-
ses siguientes a la recepción del Informe General
Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Supe-
rior de las Cuentas Públicas del gobierno estatal, de
los municipios y de sus entes públicos paraestatales
y paramunicipales, correspondientes al año anterior.
Para el cumplimiento de las metas fijadas en los
programas y proyectos de los presupuestos de egre-
sos, podrá realizar auditorías sobre el desempeño.

Para la revisión de las Cuentas Públicas, la Legislatu-
ra se apoyará en la Auditoría Superior del Estado. Si
del examen que ésta realice aparecieran discrepancias
entre las cantidades correspondientes a los ingresos o
a los egresos, con relación a los conceptos y las parti-
das respectivas, o no existiera exactitud o justificación
en los ingresos obtenidos, o en los gastos realizados,
se determinarán las responsabilidades de acuerdo con
la Ley. Respecto de la revisión sobre el cumplimiento
de los objetivos de los programas, dicha entidad sólo
podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el
desempeño de los mismos, en los términos de la ley;

A su vez el artículo 71: 

“Para dar cumplimiento a las facultades de la Le-
gislatura en materia de revisión de cuentas públicas
se apoyará en la Auditoría Superior del Estado, la
cual tendrá autonomía técnica y de gestión en el
ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su
organización interna, funcionamiento y resolucio-
nes, en los términos que disponga la ley”.
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En la fracción II del artículo en comento, se dice:

“II. Entregar a la Legislatura, dentro de los seis me-
ses posteriores a su presentación, el informe indivi-
dual de cada Cuenta Pública, así como el Informe
General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización
Superior de la Cuenta Pública, el cual se someterá a
la consideración del pleno de la Legislatura. El In-
forme General Ejecutivo será de carácter público y
tendrá el contenido que determine la ley; éste últi-
mo incluirá como mínimo el dictamen de su revi-
sión, un apartado específico con las observaciones
de la Auditoría Superior del Estado, así como las
justificaciones y aclaraciones que, en su caso, los
entes fiscalizados hayan presentado.

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del
Informe General Ejecutivo y de los informes indivi-
duales de auditoría, se darán a conocer a los entes fis-
calizados la parte que les corresponda de los resulta-
dos de su revisión, a efecto de que éstas presenten las
justificaciones y aclaraciones que correspondan, las
cuales deberán ser valoradas por la Auditoría Superior
del Estado para la elaboración de los referidos infor-
mes.

La Auditoría Superior del Estado enviará a los entes
fiscalizados los informes individuales de auditoría que
les corresponda, a más tardar dentro de los 10 días há-
biles posteriores a que haya sido entregado el informe
individual de auditoría respectivo a la Legislatura,
mismos que contendrán las recomendaciones y accio-
nes promovidas que correspondan para que, en un pla-
zo de hasta 20 días hábiles, presenten la información y
realicen las consideraciones que estimen pertinentes,
en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las san-
ciones establecidas en la ley.

Lo anterior no aplicará a las promociones de respon-
sabilidades ante el Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Zacatecas, las cuales se sujetarán a los
procedimientos y términos que señale la ley.

La Auditoría Superior del Estado deberá pronunciarse,
mediante el Informe General Ejecutivo del Resultado
de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública, en
un plazo de 90 días hábiles sobre las respuestas emiti-
das por los entes fiscalizados, en caso de no hacerlo, se
tendrán por atendidas las recomendaciones y acciones
promovidas.

En el caso de las recomendaciones, los entes fiscaliza-
dos deberán precisar ante la Auditoría Superior del Es-
tado, las mejoras realizadas, las acciones emprendidas
o, (sic) su caso, justificar su improcedencia.

La Auditoría Superior del Estado deberá entregar a la
Legislatura dentro de los primeros tres días de los me-
ses de mayo y noviembre de cada año, un informe so-
bre la situación que guardan las observaciones, reco-
mendaciones y acciones promovidas, correspondientes
a cada uno de los informes individuales de auditoría
que haya presentado en los términos de esta fracción.
En dicho informe, el cual tendrá carácter público, la
Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos
a la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes pú-
blicos locales o municipales, como consecuencia de
sus acciones de fiscalización, las denuncias penales
presentadas y los procedimientos iniciados ante el Tri-
bunal de Justicia Administrativa del Estado.

La Auditoría Superior del Estado deberá guardar re-
serva de sus actuaciones y observaciones hasta que
rinda el Informe General Ejecutivo del Resultado de la
Fiscalización Superior de la Cuenta Pública a que se
refiere este artículo.

La ley establecerá las sanciones aplicables a quienes
infrinjan esta disposición.”

De la transcripción de este artículo se observa que la
Auditoría Superior del Estado está obligada a rendir
un informe sobre la situación que guardan las obser-
vaciones, recomendaciones y acciones promovidas
por el órgano fiscalizador.

Por las consideraciones antes expuestas, en mi calidad
de diputado federal integrante del Grupo Parlamentario
del partido Morena de la LXIII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
someto a la consideración de este pleno el siguiente:

Punto de acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Auditoría Superior del estado de
Zacatecas a hacer público el informe sobre el segui-
miento de las observaciones realizadas a la Cuenta
Pública del gobierno del estado de Zacatecas relativa
al Ejercicio Fiscal 2015, durante el gobierno de Mi-
guel Alonso Reyes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Alfredo Basurto Román (rúbrica) 

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

CNDH A CONTRIBUIR A GARANTIZAR UN ÁMBITO DE

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, LIBERTAD, DE-
BIDO PROCESO Y PATRIMONIO EN FAVOR DE JORGE AL-
BERTO Y MANUEL ENRIQUE CAMACHO RINCÓN, A CARGO

DEL DIPUTADO GUILLERMO RAFAEL SANTIAGO RODRÍ-
GUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodrí-
guez, diputado a la LXIII Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Morena, de conformidad con lo establecido en
los artículos 6, numeral I, fracción I; y 79, numeral I,
fracción II del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta honorable asam-
blea la siguiente proposición con punto de acuerdo al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El buen funcionamiento de un país depende de un es-
tricto respeto a la cultura de la legalidad que implica,
entre otras cosas, el puntual cumplimiento del orden
jurídico vigente (incluyendo tratados internacionales y
normas secundarias). Para ello, es indispensable que
imperen principios de transparencia en todos los actos
del poder público. Por desgracia, en el estado de Chia-
pas, diversas estadísticas han demostrado la ineficacia
en la procuración de justicia, una de las responsabili-
dades esenciales del Estado. De acuerdo con el Índice
Global de Impunidad México 2016, Chiapas se en-

cuentra en el grupo 2 con un grado de impunidad me-
dia, alcanzando una cifra negra de 93.1 por ciento1.
Cabe destacar que dicho estudio fue realizado toman-
do en cuenta 17 indicadores de seguridad pública, go-
bierno e impartición de justicia. Estos señalamientos,
agravados por los altos índices de corrupción que po-
see Chiapas, no son más que el reflejo de un estado ca-
rente de legalidad, donde impera la opacidad en la
aplicación de la ley y el abuso de la autoridad.

Aprobado desde junio de 2008, el nuevo Sistema de
Justicia Penal Acusatorio se implementó a partir de
una reforma constitucional que, debido a sus caracte-
rísticas, requirió para su entrada en vigor en cada una
las entidades federativas, su armonización paulatina
acorde con cada uno de los órdenes jurídicos locales
vigentes. En este contexto, Chiapas fue uno de los pri-
meros estados en implementarlo, entrando en vigor
desde 2012. No obstante, de acuerdo con estimaciones
del Centro de Investigación para el Desarrollo, AC
(Cidac), a octubre de 2014 la entidad mantenía sólo 86
por ciento de avances en la armonización normativa,
ocupando el décimo segundo lugar, por su grado de
implementación, a nivel nacional2.

En este sentido, es inquietante encontrar, por un lado,
declaraciones como las pronunciadas por del presiden-
te del Poder Judicial del Estado de Chiapas, Rutilio
Escandón Cadenas, durante su cuarto Informe de Acti-
vidades ante diputados y diputadas de la LXVI Legis-
latura del Congreso del Estado, con las que indicaba
que “impartir justicia va más allá de una sentencia; es
estar con la gente, con su sufrimiento, respetando sus
derechos; en otras palabras, hacer justicia para todas y
para todos”3, mientras que, por otro, se publican y di-
funden cientos de notas periodísticas en donde ciuda-
danos y ciudadanas de Chiapas denuncian la impuni-
dad y arbitrariedad ejercida por parte de las
autoridades judiciales a la hora de impartir justicia.

En este contexto, ante las crecientes arbitrariedades
sufridas, representantes de los pueblos tzotziles, tzel-
tales y zoques denunciaron, en el marco del segundo
Encuentro de Pueblos en Resistencia ante la Amenaza
de Despojo por Megaproyectos, el modo en que “el
Estado usa el sistema de impartición de justicia para
criminalizar a sus movimientos”4. Durante el encuen-
tro participantes señalaron que los pueblos indígenas
han sido víctimas de actos de represión, intimidación,
amenazas, persecuciones, encarcelamientos y asesina-
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tos de defensores y defensoras comunitarias y de dere-
chos humanos en Chiapas, no sólo por parte de la de-
lincuencia organizada, sino por empresarios y por el
propio estado, que se ha encargado de manipular la
justicia en favor de intereses particulares.

Otro caso emblemático que permite entrever como en
el estado de Chiapas, las autoridades estatales parecen
impartir justicia de forma selectiva es el correspon-
diente a la restricción de los derechos humanos, a tra-
vés del tráfico de influencias, en contra de dos inte-
grantes de un prominente grupo empresarial en el
estado conformado por más de treinta sociedades mer-
cantiles, perteneciente a los hermanos Jorge Alberto,
Manuel Enrique y Marden José Camacho Rincón, que
fungen como accionistas en partes iguales.

Desde 2015, Marden José Camacho Rincón ha em-
prendido diversas acciones penales y mercantiles con
la finalidad de despojar a sus hermanos, Jorge Alberto
y Manuel Enrique Camacho Rincón, de la posesión de
las empresas Grupo Avimarca, SA de CV, Porcimarca,
SA de CV, Ganamarca, SA de CV, Servicios y Energé-
ticos del Sureste, SA de CV, Energéticos y Servicios
de Ocozocuautla, SA de CV y Transportes Herca de
Ocozocuautla, SA de CV, entre otras. Para dar cauce a
sus acciones, Marden José Camacho Rincón solicitó el
apoyo del gobierno del estado, tanto del gobernador
Manuel Velasco Coello como del secretario del cam-
po, José Antonio Aguilar Bodegas, a cambio de ofre-
cerles respaldo económico para financiar las próximas
acometidas electorales de Aguilar Bodegas.

El sólo intento de incidir, mediante el tráfico de in-
fluencias, en los procesos judiciales iniciados por
Marden Camacho, en que habrían incurrido en conni-
vencia estos personajes constituiría por sí sólo una
grave violación a los derechos humanos de Jorge Al-
berto y Manuel Enrique Camacho Rincón y sus fami-
lias, de conformidad con lo establecido en el artículo
1o. constitucional, párrafo primero, que versa:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Por desgracia, el asunto ha escalado hasta alcanzar ac-
tos de intimidación, poniendo en peligro la vida e in-
tegridad física de los indiciados y pasando por alto las
reglas procedimentales penales, pudiendo identificarse
como un caso de persecución por parte del Estado.

En 2015, el señor Marden José Camacho Rincón pre-
sentó denuncia ante el Juzgado Tercero del Ramo Pe-
nal de Cintalapa de Figueroa en contra de los suscritos
Jorge Alberto y Manuel Enrique Camacho Rincón,
conformando la causa penal 236/2015. Dicha instancia
resolvió el 19 de septiembre, librar orden de aprehen-
sión por el delito de despojo agravado en contra de los
indiciados. En su defensa, los hermanos Jorge Alberto
y Manuel Enrique Camacho Rincón promovieron un
juicio de amparo del cual conoció el honorable Segun-
do Tribunal Colegiado de Circuito, con expediente
209/2016, mismo que se concedió al considerar la
completa inexistencia del delito.

En el mismo año se realizó una nueva denuncia ante el
Juzgado Primero del Ramo Penal de Cintalapa de Fi-
gueroa que originó la causa penal 198/2015, esta vez
por el delito de homicidio calificado en agravio de dos
personas. De esta denuncia se desprendió una nueva
orden de aprehensión en contra de Jorge Alberto y Ma-
nuel Enrique Camacho Rincón el 10 de septiembre de
2015.

Como medio de defensa los indiciados acudieron nue-
vamente a las instancias de amparo. Esta ocasión, por
razones de turno, previno el Juzgado Sexto de Distrito
de Amparo y Juicios Federales del Estado de Chiapas,
con el expediente 2-A-1748/2015. Al igual que en el
proceso anterior, también se resolvió en favor de los
quejosos por la inexistencia de la responsabilidad pe-
nal, es decir, el juez negó la orden de aprehensión so-
licitada por el Ministerio Público. Finalmente, se de-
terminó devolver el expediente a la Procuraduría
Estatal de Justicia a fin de continuar con la investiga-
ción. No obstante, durante este periodo, Jorge Alberto
y Manuel Enrique Camacho Rincón fueron objeto de
distintas amenazas por parte del señor Marden Cama-
cho, dejando entrever su alianza con el gobierno esta-
tal.

Ante el escalamiento de las agresiones y a fin de pre-
venir mayores violaciones a sus derechos humanos, el
agraviado Jorge Alberto Camacho Rincón se apersonó
ante la Procuraduría General de Justicia y por escrito
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solicitó estar presente en todos los actos de prueba, sin
embargo, la autoridad hizo caso omiso a tal solicitud,
infringiendo el precepto constitucional contenido en el
artículo 1o., párrafo tercero, de nuestra Carga Magna,
en donde se establece que:

“Artículo 1o. …

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,
sancionar y reparar las violaciones a los derechos
humanos, en los términos que establezca la ley.”

Ante estos hechos, Jorge Alberto y Manuel Enrique
Camacho Rincón promovieron un nuevo juicio de am-
paro mediante el cual solicitaron la suspensión provi-
sional del ejercicio de la acción penal, que sería con-
cedido por el Juzgado Cuarto del Distrito de Amparo y
Juicios Federales con residencia en Tuxtla Gutiérrez y
número de expediente 2178/2016. Empero, la Procu-
raduría General de Justicia haría caso omiso de tales
determinaciones a fin de ejercitar nuevamente acción
penal por el delito de homicidio calificado contra los
multicitados, ahora con la participación de un supues-
to testigo aleccionado. En esta ocasión, la novedad
consistiría en el señalamiento único a Manuel Enrique
Camacho Rincón, quien ya había sido deslindado por
vía federal del delito de despojo agraviado, con el ob-
jeto de evitar que el indiciado reclamara los derechos
accionarios de Jorge Alberto Camacho Rincón. Estos
hechos derivarían nuevamente en la liberación de una
orden de aprehensión contra Manuel Enrique y Jorge
Alberto por homicidio calificado, a pesar de haberse
estimado su no responsabilidad penal. Ante semejan-
tes reiteraciones, es preciso señalar la persistente vio-
lación a lo dispuesto por el artículo 23o. constitucio-
nal:

“Artículo 23. Ningún juicio criminal deberá tener
más de tres instancias. Nadie puede ser juzgado dos
veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se
le absuelva o se le condene. Queda prohibida la
práctica de absolver de la instancia.”

Frente a esta secuencia de acontecimientos, es posible
concluir que el gobierno del estado de Chiapas ha in-

currido repetidamente en ejercicio indebido de sus
funciones, violando preceptos constitucionales y trata-
dos internacionales como el de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos Pacto de San José, que
establece en su capítulo II, artículo 25, numeral 2, in-
ciso c, lo siguiente:

“Artículo 25. Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo
y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los
jueces o tribunales competentes, que la ampare con-
tra actos que violen sus derechos fundamentales re-
conocidos por la Constitución, la ley o la presente
convención, aun cuando tal violación sea cometida
por personas que actúen en ejercicio de sus funcio-
nes oficiales.

2. Los estados parte se comprometen: 

a) A garantizar que la autoridad competente previs-
ta por el sistema legal del estado decidirá sobre los
derechos de toda persona que interponga tal recur-
so; 

b) A desarrollar las posibilidades de recurso judi-
cial, y 

c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades
competentes, de toda decisión en que se haya esti-
mado procedente el recurso.”

Plenamente conscientes de la persecución judicial en
su contra, los insidiados optaron por recurrir nueva-
mente a la justicia mediante juicio de amparo, en don-
de conoció el Juzgado de Cuarto de Distrito de Ampa-
ro y Juicios Federales del Estado de Chiapas, con
número de expediente 46/2017. Una vez más, la reso-
lución se concedería en favor Jorge Alberto y Manuel
Enrique Camacho Rincón, así como de Jaime Alonso
Miceli Mendoza. Dicho dictamen ordenaba al juez que
fungió como autoridad responsable que determinará la
no demostración de la comisión del delito por el que se
acusaba a los quejosos y, por tanto, desistiera en las ór-
denes de aprehensión en su contra.

Pese a la protección brindada por la Justicia de Ampa-
ro, las amenazas por parte de Marden Camacho Rin-
cón no cesaron, manteniéndose impunes gracias a su
complicidad con autoridades estatales. Estas amenazas
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escalarían hasta convertirse en intimidaciones directas
contra las familias de los perseguidos, entre los que se
incluye la práctica de un supuesto cateo llevado a ca-
bo por personal policiaco que no portaba el uniforme
oficial, armados y con lujo de violencia; estos supues-
tos agentes entraron al domicilio del señor Manuel En-
rique Camacho Rincón, en donde actualmente sólo ha-
bitan sus hijos, sin identificarse, ni hacer constar que
estaban en ejecución de un mandato jurisdiccional;
violando lo dispuesto en el artículo 16, párrafo prime-
ro, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que dicta:

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su perso-
na, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en
virtud de mandamiento escrito de la autoridad compe-
tente, que funde y motive la causa legal del procedi-
miento.”

Es preciso aclarar que hasta este momento sigue sin
haber resolución alguna dentro de dicho expediente.
Aunado a lo anterior, se giró una nueva orden de apre-
hensión, derivado de la causa penal 3575/2017; por la
supuesta comisión del delito de homicidio en contra
del señor Roberto Rodríguez, contador de la empresa
Grupo Avimarca; en donde se otorgó nuevamente la
protección del amparo a favor de los imputados, sin
embargo, pese a esto el mismo juez de amparo, 14 dí-
as posteriores a su resolución y mediante audiencia
privada, indebidamente la contradijo, aceptando la
procedencia de dicha orden de aprehensión por el de-
lito de homicidio calificado, lo cual queda señalado en
el amparo a cuyo expediente corresponde el número
VII-A-789/2017.

Como ya se había mencionado, el artículo 1o. de nues-
tra ley suprema refiere a la obligación de las autorida-
des estatales de velar permanentemente por el cumpli-
miento y ejercicio de los derechos humanos de las y
los mexicanos. Expuesto en términos simples, descri-
be la naturaleza de un estado de derecho que debe ga-
rantizarse. En este sentido, la Organización de las Na-
ciones Unidas ha definido estado de derecho como el
principio de gobierno según el cual todas las personas,
instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido
el propio estado, están sometidas a unas leyes que se
promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y
se aplican con independencia, además de ser compati-
bles con las normas y los principios internacionales de
derechos humanos. Asimismo, exige que se adopten

medidas para garantizar el respeto de los principios de
primacía de la ley, igualdad ante la ley, rendición de
cuentas ante la ley, equidad en la aplicación de la ley,
separación de poderes, participación en la adopción de
decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y transparencia
procesal y legal5.

Para enriquecer la comprensión de dicho concepto, es
útil tomar en cuenta las nociones elaboradas por el ju-
rista Elías Díaz, quien señala como elementos necesa-
rios del estado de derecho los siguientes:

a) Imperio de la ley: ley como expresión de la vo-
luntad general;

b) División de Poderes: Legislativo, Ejecutivo y Ju-
dicial;

c) Legalidad de la Administración: actuación según
ley y suficiente control judicial y

d) Derechos y libertades fundamentales: garantía
jurídico-formal6.

Las irregularidades que, en materia judicial, han ca-
racterizado el desarrollo de este caso, nos obligan a su-
brayar los graves errores cometidos por el gobierno
del estado de Chiapas que, junto con autoridades juris-
diccionales, ha permitido prevalecer el abuso de poder
y otras omisiones alevosas en contra de Jorge Alberto
y Manuel Enrique Camacho Rincón y sus familias. Es
así como, en este caso, se han violado demasiados pre-
ceptos constitucionales y transgredidos suficientes
acuerdos internacionales, todo por el capricho de un
particular que se ha aprovechado de la fragilidad y co-
rrupción que se extiende por las estructuras institucio-
nales del gobierno del estado.

En el marco de la garantía de estado de derecho desta-
can varios elementos que las autoridades chiapanecas
se han encargado de romper, como la igualdad ante la
ley, la equidad en la aplicación de la ley, la legalidad,
la no arbitrariedad y la transparencia procesal. Asimis-
mo, el actuar de las instancias judiciales chiapanecas
ha menoscabado el imperio de la ley y el ejercicio
irrestricto de los derechos y libertades fundamentales.
Por lo anterior, es correcto señalar que estos actos van
más allá del pleito mercantil entre los accionistas de
las empresas pertenecientes a los hermanos Camacho
Rincón. Basta reconocer que en este preciso momento
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la vida de estas personas continúa en peligro, mientras
que su libertad de tránsito sigue siendo limitada por el
temor a la persecución judicial. De seguir mantenien-
do una actitud permisiva ante estos hechos, sólo se
vulnera la vigencia de la cultura de la legalidad, resul-
tando en un grave estado de indefensión de los dere-
chos humanos que afecta por igual a todas y todos los
chiapanecos.

Por todo lo expuesto y fundando, someto a considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente proposi-
ción con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos para que coadyuve a garantizar un ám-
bito de protección a los derechos humanos, en favor de
los ciudadanos Jorge Alberto y Manuel Enrique Ca-
macho Rincón, a fin de cesar con imputaciones injus-
tificadas en su contra por la comisión de delitos.

Segundo. Se exhorta al Tribunal Superior de Justicia
del Estado de Chiapas para que garantice, en la medi-
da de su competencia, la aplicación de las reglas pro-
cedimentales previstas en el Código Nacional de Pro-
cedimientos a favor de los ciudadanos Jorge Alberto y
Manuel Enrique Camacho Rincón.

Notas

1 Universidad de las Américas Puebla. Índice Global de Impuni-

dad México. 2016.

2 Proyecto Justicia. Perfil de seguridad y justicia de Chiapas. 2014.

3 El Heraldo de Chiapas. Impartir justicia va más allá de una sen-

tencia. 29 de diciembre de 2016.

4 Pronunciamiento del Segundo Encuentro de Pueblos en Resis-

tencia ante la amenaza de despojo por los megaproyectos. Chico-

muselo, Chiapas. 06 de mayo de 2017.

5 Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. El Estado de de-

recho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han

sufrido conflictos. Informe del Secretario General. 2004. 

6 Díaz, E. Estado de Derecho y Democracia. 1966. 9ª Ed. (2010).

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez
(rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE EXHORTA A LA

PGR A ATRAER EL CASO RELACIONADO CON EL HOMICI-
DIO DEL OMBUDSMAN DE BAJA CALIFORNIA SUR, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA NORMA XÓCHITL HERNÁNDEZ CO-
LÍN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada federal Norma Xóchitl Her-
nández Colín, integrante del Grupo Parlamentario del
Morena a la XLIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I, y en el artículo 79, numeral 1, fracción II y
numeral 2, fracción III del Reglamento de la Cámara
de Diputados, por medio del presente, someto a consi-
deración de esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución
por el que se exhorta a la Procuraduría General de la
República, a atraer el caso relacionado con el homici-
dio del ombudsman de Baja California Sur. 

Lo anterior, al tenor de las siguientes 

Consideraciones

El veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete, el
analista de seguridad, Alejandro Hope, publicó en El
Universal que en los últimos meses, Baja California
Sur ha experimentado una enorme oleada de violencia.
En enero, 55 personas fueron asesinadas en la entidad,
lo que equivale a un incremento de 685 por ciento res-
pecto al mismo mes de 2016. Es decir, el número de
homicidios se multiplicó por ocho de un año a otro.
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La escalada inició en agosto de 2016, cuando el nú-
mero de víctimas de homicidio pasó de 12 a 34 en un
sólo mes. La causa, según fuentes locales, es una dis-
puta entre una facción del Cártel de Sinaloa y el Cár-
tel de Jalisco. Las amenazas públicas de uno y otro
grupo han proliferado en semanas recientes, hace unos
días, una narcomanta apareció en Cabo San Lucas, en
la cual un grupo se atribuyó el homicidio de dos poli-
cías ministeriales y amenazó al resto de autoridades
estatales y federales.

Los actos de violencia y atentados en contra de autori-
dades han sido, entre otros estados y otros contextos,
señales de guerra amplia y prolongada entre bandas
criminales. Y eso parece estar sucediendo en Baja Ca-
lifornia Sur. Enero bien podría ser el primero de mu-
chos meses muy sangrientos en la entidad.

Hay además dos agravantes. La primera, el estado tie-
ne relativamente pocos recursos para hacer frente a
una escalada de violencia de esta magnitud. Entre cor-
poraciones estatales y municipales, cuenta con menos
de dos mil policías, la mayoría de los cuales están mal
pagados, mal equipados, mal entrenados y mal capaci-
tados. La segunda, Baja California Sur es tan lejano y
tan pequeño que no genera suficiente atención para de-
tonar una respuesta federal vigorosa.1

Saira Gómez menciona que arrancamos el 2017 con
un número alto de ejecuciones en México, tan sólo en
enero se rompieron todos los récords, fue el mes más
violento del año actual, con mil 387, relacionadas con
el crimen organizado, basándome en los datos de la
consultora Lantia, especializada en seguridad. 

Baja California Sur y Veracruz tienen algo en común,
están lejos geográficamente pero cerca en niveles de
inseguridad; en cuanto a la distribución regional de la
violencia, las entidades con mayor número de ejecuta-
dos en enero fueron Guerrero, con 164; Guanajuato
con 125; Michoacán con 112; Baja California, 98; Ve-
racruz, 84 y Colima, 74.

Aterrizando a nivel municipal, las ejecuciones han re-
gresado con fuerza a Tijuana, que superó a Acapulco
como el municipio más violento de México en enero,
con un total de 79. Guerrero quedó en segundo lugar
con 62; seguido de García, Nuevo León, con 57; Cu-
liacán 34; Chihuahua 33 y Los Cabos 30.

De acuerdo a una nota publicada en Reforma, en el re-
porte de inteligencia federal en Baja California Sur, la
confrontación la protagonizan grupos de narcomenu-
distas alineados a la organización Pacífico, y células
afines a la alianza Arellano Félix, cuyos integrantes se
disputan el control de los municipios de Los Cabos, La
Paz y Mulegé.

El aumento de los homicidios se vincula a las con-
frontaciones territoriales entre estos grupos. El Cártel
Jalisco Nueva Generación está tratando de arrebatarle
el control de Baja California Sur a la organización Pa-
cífico. Haciendo contacto con los municipios se han
llegado a manejar hasta toques de queda, la gente no
confía en la policía, y por más que ha salido el subse-
cretario de seguridad pública de Baja California Sur, a
decir que hagan caso omiso a esos mensajes, la pobla-
ción no es lo que necesariamente quiere escuchar. 

La cabecera municipal es San José del Cabo, pero la
ciudad más importante es Cabo San Lucas, a 33 kiló-
metros de la cabecera. Este municipio es uno de los
destinos turísticos más importantes de México.2

La redacción de Reporte Nivel 1 publica que el gober-
nador de Baja California Sur, admitió que su estado
pasa por una oleada de violencia que se ha visto re-
crudecida por la batalla entre grupos del crimen orga-
nizado que se están disputando plazas.

Las declaraciones del mandatario vienen luego de que
Estados Unidos emitiera una alerta de viaje a destinos
del país como Los Cabos y La Paz, en dicho estado. En
su alerta, el Departamento de Estado advierte que, se-
gún cifras oficiales, Baja California Sur ha presentado
un alza en las tasas de homicidio durante el último
año.3

En Excélsior se publicó que en comparación con el
primer trimestre de 2016, los homicidios dolosos, las
extorsiones, el secuestro y el robo a negocio presentan
un aumento durante los tres primeros meses de 2017,
según datos de Semáforo Delictivo.

Los homicidios dolosos aumentaron 29 por ciento, las
extorsiones 30 por ciento, secuestro 18 por ciento, y el
robo a negocio 47 por ciento.

Los datos de la organización muestran que en el caso
del homicidio se ha presentado un incremento cons-
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tante desde enero. En el primer mes del año se repor-
taron mil 930 crímenes; en febrero, mil 825 y en mar-
zo, dos mil 20, para sumar cinco mil 775 asesinatos,
cifra superior a los cuatro mil 460 registrados en el pri-
mer trimestre de 2016.

Los estados con más muertes dolosas en los tres pri-
meros meses del año son Guerrero, 550; Estado de
México, 478; Baja California, 409; Chihuahua, 384;
Veracruz, 372; Sinaloa, 344; Michoacán, 338; Jalisco,
291 y Guanajuato, 262.

El director del Semáforo Delictivo mencionó que “el 60
por ciento de los homicidios que se han cometido en es-
tos tres meses están concentrados en nueve estados Gue-
rrero, Estado de México, Baja California, Chihuahua,
Veracruz, Sinaloa, Michoacán, Jalisco y Guanajuato”.

Según las cifras, el 75 por ciento de los homicidios en
el primer trimestre del año fueron cometidos por el cri-
men organizado en las 32 entidades federativas del pa-
ís. En Baja California Sur los homicidios relacionados
con el crimen organizado representan un aumento del
682 por ciento. Le siguen Colima, Guerrero, Baja Ca-
lifornia, Sinaloa y Chihuahua.

El director del Semáforo Delictivo, Santiago Roel,
aseguró que el aumento de la inseguridad en el país
puede ser mayor a los niveles registrados en 2011, año
donde se presentó más incidencia delictiva del país en
los últimos años.

Según la organización, uno de los factores que ha ori-
ginado el incremento es que la política del gobierno se
ha centrado en la captura de líderes de grupos crimi-
nales, lo que ha llevado a una atomización de los cár-
teles; mencionó que “es la misma estrategia y peligro-
sa que desde 2006 estamos viviendo.” En el país no
sólo existe un grave deterioro en los niveles de seguri-
dad, sino que este 2017 será el peor año, comparado
con 2011, afirmó el director de la organización no gu-
bernamental.

En entrevista con Pascal Beltrán del Río para Imagen
Radio, afirmó que “si 2016 fue malo, este va a ser pé-
simo, vamos a acercarnos al peor año que tuvimos que
fue el 2011” en materia de violencia e inseguridad; in-
dicó que la estrategia de seguridad “ha sido un fracaso
rotundo” y afirmó que “es muy peligroso insistir en
más de lo mismo, porque es una estrategia fallida”.4

Por su parte, La Jornada menciona que la capital de
Baja California Sur fue una de las ciudades más segu-
ras y tranquilas del país, ahora ocupa ahora el lugar 25
entre las más violentas, de acuerdo con la Secretaría de
Gobernación. En este municipio se cometió la gran
mayoría de los 201 asesinatos reportados en Baja Ca-
lifornia Sur de enero a noviembre de 2016.

En 2011 se integraron 38 averiguaciones previas por
homicidio doloso en el estado; en 2012 sumaron 35, y
en 2013, 56. La escalada de asesinatos vinculados al
crimen organizado comenzó el 31 de julio de 2014,
cuando fueron hallados los cuerpos de tres personas en
la carretera a Los Planes, municipio de La Paz.

A partir de esa fecha y hasta el 21 de noviembre de ese
año se documentaron 43 ejecuciones, y en dos años el
acumulado fue de 364, según la Procuraduría General
de Justicia del Estado.

El Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública reportó 84 crímenes dolosos en 2014;
175 en 2015, y 201 entre enero y noviembre de 2016.
En los primeros siete meses de 2016, el número de ho-
micidios disminuyó en comparación con el mismo pe-
riodo del 2015, pero a partir de agosto repuntó.

De acuerdo con el portal Crimen en México, que di-
funde estadísticas del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y del Consejo Nacional de Población, en no-
viembre pasado se perpetraron 35 homicidios en Baja
California Sur; en el mismo periodo, en todo el país se
cometieron poco más de 2 mil.

Sin embargo, debido a la escasa población de la enti-
dad (796 mil 434 habitantes), la tasa de estos delitos
por cada 100 mil habitantes fue de 52.7 por ciento,
contra la nacional, de 19.7. En los primeros 11 meses
de 2016 se abrieron 116 averiguaciones previas por
asesinatos dolosos, más del doble de las registradas en
2013, según Crimen en México.

En noviembre pasado, el secretario de Gobernación,
dijo que entre los problemas de seguridad de Baja Ca-
lifornia Sur destacan el trasiego de drogas por mar y
tierra, narcomenudeo y otras actividades del crimen
organizado.

El gobernador del estado, que asumió el cargo en sep-
tiembre del 2015, reconoció que la inseguridad es uno
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de los mayores problemas de su gobierno, y en su pri-
mer informe de labores afirmó que la violencia gene-
ralizada en el país golpeó a Baja California Sur, donde
“lamentablemente ha arrebatado vidas inocentes”.

El aumento de los homicidios en La Paz provocó que
el Departamento de Estado de Estados Unidos emitie-
ra una alerta de viaje para esa ciudad, pero la medida
no disminuyó el número de visitantes, informó el se-
cretario de Turismo, Genaro Ruiz.

El empresario Eduardo Sánchez Navarro, director del
grupo Questro, consideró que la seguridad es funda-
mental para mantener de pie al sector turístico y seña-
ló que tanto el gobernador como los presidentes muni-
cipales de La Paz, Armando Martínez Vega, y Los
Cabos, Arturo de la Rosa Escalante, han reconocido el
problema de violencia.

Desde que se inició la escalada de inseguridad en La
Paz, elementos de las fuerzas armadas y corporaciones
policiacas de la Federación y el estado recorren la ca-
pital del estado. Aunque según las autoridades se han
desarticulado bandas criminales, y se han decomisado
armas y drogas, los ajustes de cuentas entre grupos ri-
vales no cesan.5

El Mundo Digital de Baja California Sur, menciona
que entre 2011 y 2017, en la entidad los homicidios
aumentaron 295 por ciento, lo que la coloca entre las
cuatro entidades más violentas de México. 

De acuerdo a un estudio del Instituto de Economía de
La Paz, en Baja California Sur, sufrió un deterioro par-
ticular en la tasa de crímenes de la delincuencia orga-
nizada. Las extorsiones casi se duplicaron entre 2011
y 2016, y las tasas de secuestros y delitos relacionados
con narcóticos aumentaron 83 por ciento y 32 por
ciento, respectivamente.

Baja California Sur se ha consolidado como el cuarto
estado más violento en el país, sólo superado por Co-
lima, Zacatecas y Michoacán, principalmente en deli-
tos de alto impacto como el homicidio, secuestro, ro-
bo con violencia, entre otros que tienen en un vilo a la
sociedad sudcaliforniana.

De acuerdo a un estudio del Instituto de Economía de
La Paz, que monitorea las estadísticas que generan los
tres niveles de Gobierno, destaca hasta antes del 2011,

Baja California Sur ocupaba en sitio once en el ran-
king del estado menos pacifico del país.

Lamentablemente del 2011 al 2017 ha sufrido, revela
el estudio, un deterioro de 60 por ciento en el nivel de
paz; la segunda mayor reducción en el índice. La tasa
de homicidio registró el mayor aumento relativo de los
cinco estados con mayores deterioros, al aumentar
más de cuatro veces, llegando a 295 por ciento.

Baja California Sur bajó de la cuarta menor tasa de ho-
micidio a ocupar el sitio 24 en este indicador. El esta-
do sufrió un deterioro particular en la tasa de crímenes
de la delincuencia organizada. Las extorsiones casi se
duplicaron entre 2011 y 2016, y las tasas de secuestros
y delitos relacionados con narcóticos aumentaron 83
por ciento y 32 por ciento, respectivamente.

La tasa de delitos con violencia de Baja California Sur
subió 18 por ciento entre 2011 y 2016, con aumentos
en los tres componentes. La tasa de asaltos se elevó 41
por ciento en 2016, y los robos y violaciones aumen-
taron 14 por ciento y 8 por ciento, respectivamente.6

Peninsular Digital menciona que se dieron a conocer
los datos del Sistema Nacional de Seguridad Pública
sobre violencia, y no estos no son nada buenos para
Baja California Sur. La media península presenta en la
que fue recabada, incrementos importantes al compa-
rar de enero de 2016 al mismo mes de este año, un 685
por ciento más de víctimas de homicidios de lo que se
había vivido en ese periodo, y también, más grave aún,
que haya un aumento considerable en víctimas de ho-
micidios dolosos.

Otro tema que preocupa, es lo referente a la desapari-
ción de personas, ya que es uno de los métodos de una
violencia extrema y está asociada con otras conductas
delictivas, esto para zafarse de una sanción se desapa-
rece a la víctima, y se indica que en la entidad este ilí-
cito ha estado a la alza.

Se acusa en los datos del Sistema de Seguridad Públi-
ca que el Estado no se está buscando correctamente a
los desaparecidos, y que se está permitiendo que los
familiares que no tienen idea de qué sucedió con su ser
querido, lo busquen para subsanarlo a través de otras
formas, pues por un lado se han integrado unidades
ciudadanas que hacen que la autoridad se desentienda
del problema y quieran investigar, para después echar-
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le la culpa a esos grupos porque dicen “que no hubo un
adecuado resguardo de la evidencia, entonces no po-
demos investigar”.

Esto, que se marca en el estudio realizado por el Siste-
ma de Seguridad Pública, es un fenómeno que tiene
que ver con la alta presencia de la delincuencia orga-
nizada, y Baja california Sur es ejemplo nacional de
ello, sentencia un párrafo del mismo.7

El incremento exponencial de la violencia devino en
que, por primera vez en la historia, un ombudsman fue
asesinado en México. Así, la noche del lunes 20 de no-
viembre murió Silvestre de la Toba Camacho, presi-
dente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos en
Baja California Sur. De acuerdo con la Procuraduría
General del Estado, un grupo de personas armadas dis-
paró contra el auto donde viajaba el ombudsman y su
familia.

El crimen ocurrió en La Paz, capital del estado. No se
conocen las razones del atentado. Silvestre de la Toba
murió en el sitio del ataque, una céntrica avenida de la
ciudad, junto con su hijo Fernando. La esposa e hija
del presidente de la Comisión quedaron heridas de
gravedad.

Cierto es que en los últimos años han ocurrido ataques
y homicidios de activistas de derechos humanos en
México. Sin embargo, es la primera vez desde que se
creó la figura de ombudsman, en 1990, que un respon-
sable institucional de proteger los derechos humanos
es asesinado.8

De acuerdo con El Universal, el homicidio ocurrió al-
rededor de las 19 horas mientras circulaba en su ca-
mioneta, cuando dos sujetos a bordo de otro vehículo
se le acercaron y dispararon varias ráfagas de fuego.9

El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, manifestó su más amplia y enérgica
condena al artero asesinato del presidente de la Comi-
sión de Derechos Humanos de Baja California Sur, y
de su joven hijo Fernando de la Toba Lucero; así co-
mo del estado grave en el que se encuentran su esposa
y su hija.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos exi-
ge a las autoridades estatales y federales realizar una
investigación inmediata y a fondo que ubique a los

asesinos y los ponga ante la autoridad correspondiente
para que este crimen no quede impune.

El ombudsman nacional envió su más sentido pésame,
condolencias y solidaridad a los familiares y compa-
ñeros de la Comisión Estatal de Baja California Sur,
así como a los amigos del licenciado Silvestre de la
Toba Camacho.

Además, informó que se han emitido medidas cautela-
res para garantizar la seguridad de los familiares del li-
cenciado de la Toba Camacho y de todo el personal de
ese organismo local, previo acuerdo con la persona
que sea designada para hacerse cargo del despacho del
ombudsman de Baja California Sur.

Por las consideraciones anteriormente vertidas, some-
to a la consideración del pleno de esta soberanía, la si-
guiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Procuraduría General de
la República, a atraer el caso del homicidio del om-
budsman de Baja California Sur, debido a la incapaci-
dad del gobernador derivado del incremento de la vio-
lencia en la entidad federativa.

Notas

1 http://www.eluniversal.com.mx/entrada-de-

opinion/columna/alejandro-hope/nacion/2017/02/27/la-cosa-pin-

ta-feo-en-baja-california-sur

2 https://www.sdpnoticias.com/nacional/2017/03/02/baja-califor-

nia-sur-repunta-en-inseguridad

3 http://www.reporteniveluno.mx/2017/08/23/baja-california-sur-

acepta-incremento-la-violencia-pide-ayuda-federal/

4 http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/04/26/1159840

5 http://www.jornada.unam.mx/2017/01/03/estados/024n1est

6 http://elmundodigital.mx/entre-2011-y-2017-en-bcs-los-homici-

dios-aumentaron-295/

7 http://peninsulardigital.com/extra/se-dispara-la-incidencia-delic-

tiva-bcs/214480
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8 http://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-42063073

9 http://www.huffingtonpost.com.mx/2017/11/21/matan-a-tiros-a-

silvestre-de-la-toba-camacho-ombudsman-de-baja-california-

sur_a_23284060/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Norma Xóchitl Hernández Colín (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE SOLICITA LA

CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL PARA INVESTIGAR

LA LEGALIDAD Y EL DESTINO DE LOS RECURSOS PÚBLICOS

QUE MANEJA EL FIDEICOMISO EVERCORE, A CARGO DEL

DIPUTADO ALEJANDRO ARMENTA MIER, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Alejandro Armenta Mier, diputado de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de es-
ta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo bajo las siguientes

Consideraciones

La transparencia y la rendición de cuentas en el ejerci-
cio de los recursos públicos, tanto federales como es-
tatales, ha sido una de las principales preocupaciones
de la actual legislatura. El Congreso aprobó la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica, así como un paquete de leyes que conforman el
Sistema Nacional Anticorrupción. Con esta operación
jurídica se busca abatir el flagelo de la corrupción y de
la impunidad que han provocado un daño profundo a

la actividad económica y a la credibilidad de la ciuda-
danía en las instituciones.

A pesar de este avance, aún falta mucho por hacer en
materia de transparencia. Una de las tareas pendientes
es acabar con la opacidad con la que operan los fidei-
comisos creados para manejar, a discreción, recursos
públicos. Un caso emblemático de opacidad e ilegali-
dad es el fideicomiso Evercore. 

Evercore tiene como antecedente el fondo de capital
privado Protego, este fondo se fundó en 1996 “con el
objetivo de obtener recursos en los mercados mexica-
nos e internacionales para empresas con alto potencial
de crecimiento. Protego es el líder en colocaciones
privadas de capital en México”1. En agosto de 2006,
Protego se fusionó con Evercore Partners, el banco de
inversión (boutique) líder en transacciones de fusiones
y adquisiciones en Estados Unidos de América (EUA)
y con quien comparte los mismos valores.

Esta empresa privada también ofrece asesorías en fu-
siones y adquisiciones; proyectos de energía; banca de
inversión; financiamiento inmobiliario y finanzas pú-
blicas. En cuanto a finanzas públicas e infraestructura,
Evercore creó un equipo especializado en 2002 y se
ostenta como líder absoluto en la asesoría al sector du-
rante el periodo 2005-2008, con más de 48 transaccio-
nes por más de 97 mil millones de pesos. En esta em-
presa figura como miembro del consejo de
administración el ex secretario de Hacienda, Pedro As-
pe Armella, quien ha sido señalado de estar involucra-
do en diversas irregularidades en la época en que se
llevaron a cabo las privatizaciones de empresas públi-
cas, haciendo un uso abusivo de su posición como
funcionario público para influir de manera directa en
los procesos de adquisición.

En cuanto a financiamiento de proyectos de infraes-
tructura, Evercore asesora a los gobiernos locales para
reformar su marco legal, a efecto de detonar la inver-
sión en infraestructura en la entidad a través de esque-
mas de financiamiento con participación privada. Asi-
mismo asesora a los gobiernos locales en los procesos
de licitación de concesiones y proyectos de prestación
de servicios (PPS) de obras y/o servicios de infraes-
tructura. A la fecha, el Equipo de Finanzas Públicas e
Infraestructura de Evercore, ha asesorado a siete enti-
dades federativas en la reforma a su marco legal para
la implementación de proyectos PPS. Además, ofrece
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asesoría en la obtención de financiamiento tanto ban-
cario como bursátil (deuda a largo plazo, bursatiliza-
ción de activos) así como en el refinanciamiento o re-
estructura de la deuda.

Para el caso particular de Puebla, el gobierno de Ra-
fael Moreno Valle endeudó a la entidad por cerca de
22 mil millones de pesos, deuda disfrazada en obras
otorgadas a Higa, OHL y otras empresas privadas,
vía licitaciones amañadas y sobrecostos. Moreno Va-
lle consiguió la aprobación de la Ley de Proyectos
para la Prestación de Servicios. Durante esta gestión,
se aseguraron los pagos que se deberán hacer a los
contratistas, el Fideicomiso Evercore recabará los re-
cursos del impuesto sobre nómina del gobierno del
estado de Puebla por tiempo indefinido, debido a que
el convenio señala que “el estado renuncia expresa-
mente a su derecho de revocar el presente fideicomi-
so, en virtud de que se trata de un fideicomiso irre-
vocable”.

Este esquema denominado PPS (proyectos para pres-
tación de servicios) fue una invención del grupo de
tecnócratas salinistas de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, en el sexenio de Felipe Calderón, pa-
ra comprometer o hipotecar las participaciones federa-
les de estados y municipios. En poco tiempo el meca-
nismo ha llevado a la quiebra a varios gobiernos
locales. Con este mismo esquema público-privado, el
otrora gobernador de Puebla, Rafael Moreno Valle,
otorgó un contrato al Grupo Higa para edificar el Mu-
seo Internacional del Barroco con un presupuesto esti-
mado de 12 mil millones de pesos; un costo altísimo si
se compara, por ejemplo con el Museo Guggenheim
de Bilbao, que es de casi la mitad.

Por otra parte, el académico Ricardo Raphael ha ob-
servado diversos elementos que a todas luces conclu-
yen que este fideicomiso es contrario a la Constitu-
ción. Si estos recursos económicos son públicos,
entonces el fideicomiso debe ser público, de acuerdo
con la legislación vigente en materia de transparencia,
esto quiere decir que todo lo que ocurre en él debe pu-
blicitarse y por tanto no opera el secreto fiduciario.
Dado que hipoteca los flujos de ingreso durante perio-
dos indeterminados, el fideicomiso viola el principio
de anualidad que obliga a los congresos a aprobar año
con año leyes para definir el origen y destino de los re-
cursos. En conclusión, el fideicomiso es contrario al
principio constitucional que obliga a los estados a en-

deudarse si y sólo si los recursos obtenidos se dedican
a inversiones productivas. 

Por lo anteriormente expuesto, en términos de los pre-
ceptos legales invocados, someto a la consideración de
esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se crea la Comisión Especial para investigar
la legalidad y destino de los recursos públicos que ma-
neja el fideicomiso Evercore en el estado de Puebla.

Segundo. El objetivo de la comisión creada será em-
prender una investigación exhaustiva de todas las ope-
raciones realizadas por el fideicomiso Evercore al am-
paro de los recursos públicos que maneja para obras de
infraestructura del estado de Puebla.

Tercero. La comisión especial se integrará por diputa-
das y diputados pertenecientes a todos los grupos par-
lamentarios, con base en el criterio de proporcionalidad
e inclusión, entre la integración del pleno y su confor-
mación. Los recursos técnicos y financieros para el
funcionamiento de esta comisión especial deberán ser
aprobados por la Junta de Coordinación Política.

Cuarto. La comisión especial deberá presentar semes-
tralmente un informe de actividades ante el pleno de la
Cámara de Diputados, o bien, ante la Comisión Per-
manente del Congreso.

Quinto. La comisión especial estará vigente hasta el
31 de agosto de 2018, o en tanto quede agotado su ob-
jeto, si esto sucediera antes.

Nota

1 Obtenido de: www.evercore.com.mx/2sobreProtego.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputado Alejandro Armenta Mier (rúbrica)
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CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

DELEGACIÓN CUAJIMALPA A TRANSPARENTAR LOS RECUR-
SOS PÚBLICOS ETIQUETADOS EN EL PEF DE 2017, Y SE

SOLICITA A LA ASF QUE REALICE LA AUDITORÍA CONDU-
CENTE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES, A CARGO DE

LA DIPUTADA SARA PAOLA GALICO FÉLIX DÍAZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Sara Paola Galico Félix Díaz, diputada fe-
deral de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos, integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en los artículos 3, numeral 1, fracción
XIX; 6, numeral 1, fracción I; así como 79, numeral 1,
fracción II, y numeral 2, fracciones I y II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a esta
asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de la siguiente

Consideraciones

Tal y como lo señala la teoría económica y financiera,
el gobierno requiere recursos para poder cumplir con
sus funciones, a los cuales se les denomina “gasto pú-
blico”. La orientación, destino y tipo de gasto se deta-
lla en el Presupuesto de Egresos de la Federación
(PEF), documento jurídico y financiero que establece
las erogaciones que realizará el gobierno federal entre
el 1 de enero y el 31 de diciembre de cada año, y el
cual es votado por la Cámara de Diputados.1

Así, el PEF especifica el monto y destino de los recur-
sos económicos que el gobierno requiere durante un
ejercicio fiscal, es decir, que los ejecutores del gasto tie-
nen un año para obtener los resultados comprometidos
y demandados por los diversos sectores de la sociedad.

Para los efectos de la presente proposición, es de fun-
damental importancia recordar que la principal fuente
de financiamiento del presupuesto es la contribución
ciudadana por concepto de impuestos, el pago de de-
rechos y productos, aprovechamientos e ingresos por
venta de bienes y servicios públicos.

La información sobre el gasto público en el PEF es de
manera ordenada y sistemática, estos recursos se clasi-
fican en Gasto No Programable y Gasto Programable,
a saber:

El Gasto No Programable se destina al cumplimiento
de obligaciones y apoyos determinados por la Ley co-

mo la deuda pública, las participaciones a entidades
federativas y municipios, lo que significa que no fi-
nancia la operación de las instituciones del gobierno
federal.2

El Gasto Programable se refiere al que soporta la ope-
ración de las instituciones del gobierno federal para
que éstas proporcionen servicios como: educación, sa-
lud, carreteras, entre otros.3

El 30 de noviembre de 2016 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal 2017,4 en el que
se etiquetaron a la delegación Cuajimalpa de Morelos,
entre otros los siguientes recursos:

El buen manejo de las finanzas públicas es un requisi-
to para el desarrollo económico, así como para propi-
ciar el bienestar de las familias, por lo que cada peso
del erario debe llegar a su destino con puntualidad y
transparencia. Así, todos y cada uno de los ejecutores
del gasto están obligados a rendir cuentas sobre los re-
cursos públicos.

Los habitantes de la delegación Cuajimalpa de More-
los han manifestado expectativas e interés sobre los
beneficios y mejoras derivados de los proyectos que
fueron autorizados y en consecuencia etiquetados en el
PEF para el Ejercicio Fiscal 2017.

La falta de información acerca de lo etiquetado en el
PEF para el Ejercicio Fiscal 2017 deja dudas sobre el
debido ejercicio de los recursos públicos otorgados a
la demarcación, lo que se traduce en ineficiencia y
desconfianza, cuando los ciudadanos tienen el derecho
de saber los avances de lo etiquetado para la construc-
ción de un mejor lugar para vivir.

De ahí que, a través de un cabal ejercicio de rendición
de cuentas, el jefe delegacional debe dar la informa-
ción suficiente a la ciudadanía, en aras de objetivar su
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derecho a la información y de propiciar mecanismos
de interlocución, donde los vecinos de la delegación
tengan certeza jurídica sobre el uso de los recursos pú-
blicos.

La rendición de cuentas es fundamental en una demo-
cracia consolidada, es una forma de vincular perma-
nentemente a gobernados y gobernantes, implica in-
formar, explicar y justificar sobre las acciones de los
servidores públicos en el cumplimiento de sus obliga-
ciones y en el manejo de recursos, así como determi-
nar las sanciones que se deriven de su ejercicio.5

La rendición de cuentas y la transparencia presupues-
taria van de la mano. Esta última implica contar con
normas y prácticas claras que guíen las diversas etapas
del proceso del presupuesto. Asimismo, significa tener
acceso a información oportuna, útil, clara y exhaustiva
respecto a las finanzas públicas y sus diferentes com-
ponentes. La rendición de cuentas y la transparencia
en el presupuesto representan, cuando están bien coor-
dinadas, una sinergia que contribuye a mejorar la efi-
ciencia y la calidad del gasto público.6

Por lo anteriormente expuesto y debido a la gran res-
ponsabilidad de ejercer los recursos públicos de forma
transparente y responsable, ponemos a consideración
de esta asamblea, la presente proposición con

Punto de acuerdo

Primero. La LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión exhorta al jefe delega-
cional de Cuajimalpa de Morelos, Miguel Ángel Sala-
zar, con el objeto de que, bajo el principio de
transparencia y máxima publicidad, dé a conocer a la
opinión pública y a la ciudadanía el manejo y destino
de los recursos públicos etiquetados en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2017, para:

* Fondo para el Fortalecimiento de la Infraestructu-
ra Estatal y Municipal (Anexo 20.2).

* Ampliaciones para Proyectos de Desarrollo Re-
gional (Anexo 20.3).

* Ampliaciones a Cultura, Proyecto Festival “Rosa
Mexicano” (Anexo 44.1).

Segundo. La LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión solicita a la Auditoría
Superior de la Federación que, en base a sus atribucio-
nes, lleve a cabo la auditoría correspondiente a los re-
cursos públicos etiquetados en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2017 a la
delegación Cuajimalpa de Morelos, para:

* Fondo para el Fortalecimiento de la Infraestructu-
ra Estatal y Municipal (Anexo 20.2).

* Ampliaciones para Proyectos de Desarrollo Re-
gional (Anexo 20.3).

* Ampliaciones a Cultura, Proyecto Festival “Rosa
Mexicano” (Anexo 44.1).

Notas

1 www.shcp.gob.mx/EGRESOS/PEF/Tutorial/rsp01.pdf

2 http://www.shcp.gob.mx/EGRESOS/PEF/Tutorial/rsp04.pdf

3 Ídem

4 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/PEF_2017.pdf

5 http://www.fundar.org.mx/mexico/pdf/transparenciafiscalypre-

supuestaria.pdf

6 Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23
de noviembre de 2017.

Diputada Sara Paola Galico Félix Díaz (rúbrica)
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Efemérides

CON MOTIVO DEL 25 DE NOVIEMBRE, DÍA INTERNACIO-
NAL DE LA ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA

MUJER, A CARGO DE LA DIPUTADA CONCEPCIÓN VILLA

GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El 25 de noviembre conmemoramos una vez más el
Día Internacional de la Eliminación de la Violencia
contra la Mujer.

La violencia contra las mujeres es la forma más ex-
trema de discriminación y, en los casos más graves,
esa violencia puede provocar la muerte. De acuerdo a
datos del Informe del Secretario General de Naciones
Unidas “Progresos en el logro de los Objetivos de
Desarrollo Sostenible”, que recolecta datos en 87
países entre 2005 y 2016, 19 por ciento de las muje-
res de entre 15 y 49 años de edad dijeron que habían
experimentado violencia física o sexual, o ambas, a
manos de su pareja en los 12 meses anteriores a ser
preguntadas sobre este asunto. En 2012, casi la mitad
de las mujeres víctimas de un homicidio intencional
en todo el mundo fueron asesinadas por su pareja o
un familiar, en comparación con 6 por ciento de los
varones.1

El caso de México es similar, de acuerdo a la encues-
ta ENDIREH 2016, el promedio nacional de mujeres
que han sufrido violencia es de 66.1 por ciento. Es de-
cir, 30.7 millones de mujeres han padecido al menos
un incidente de violencia emocional, económica, físi-
ca, sexual o de discriminación en los espacios escolar,
laboral, comunitario, familiar o en su relación de pare-
ja. Las entidades donde las mujeres se enfrentan más a
situaciones de violencia son: la Ciudad de México,
donde el 79.8 por ciento de las mujeres ha sufrido al-
gún tipo de violencia; en el estado de México con 75.3
por ciento.2

Los datos muestran que en los últimos 10 años la vio-
lencia contra las mujeres en México no ha disminuido:
en 2006 se estimó en 67 por ciento el porcentaje de
mujeres que han vivido algún episodio de violencia a
lo largo de sus vidas; en 2011 el indicador fue de 62.8
por ciento, pero en 2016 se registró un nuevo incre-
mento para ubicarse en 66.1 por ciento.3 Por su parte,
organizaciones de la sociedad civil nacionales e inter-
nacionales señalan que siete mexicanas son asesinadas

cada día y sólo 25 por ciento de los casos son investi-
gados como feminicidios.4

Como lo estableció Marcela Lagarde hace más de diez
años, la violencia contra las mujeres es:

“el conjunto de delitos de lesa humanidad que contie-
nen los crímenes, los secuestros y las desapariciones
de niñas y mujeres en un cuadro de colapso institucio-
nal. Se trata de una fractura del estado de derecho que
favorece la impunidad. Es decir, la impunidad consti-
tuye un problema de carácter estructural que se mani-
fiesta en la ausencia de investigación y sanción de la
mayoría de los actos de violencia contra las mujeres,
lo que contribuye al fracaso de la función disuasoria y
sancionadora del sistema penal y a la consecuente per-
petuación de un contexto de violencia contra la mu-
jer.”5

El problema es de tal magnitud, que de los nueve ca-
sos contra México que existen ante la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, cuatro son sobre violen-
cia contra las mujeres: Campo Algodonero, Rosendo
Cantú y otra vs. México, Fernández Ortega y otros vs.
México, y Caso Selvas Gómez y otras vs. México (en
proceso). Lo anterior refleja la violencia generalizada,
estructural e institucional que existe en el país contra
las mujeres, así como la falta de acciones por parte del
Estado mexicano que sirvan para efectivamente erra-
dicar la violencia contra las mujeres. 

Como ya lo han establecido los instrumentos interna-
cionales en la materia, las causas de cualquier forma
de violencia contra las mujeres se encuentran en pa-
trones socioculturales de prejuicios y en prácticas que
replican y refuerzan estereotipos de género. De tal for-
ma que uno de los mecanismos de mayor efectividad
para erradicar la violencia contra las mujeres, sobre to-
do en un contexto generalizado de violencia como el
de México, es mediante acciones de prevención las
cuales ante el contexto del país, exigen la debida in-
vestigación y sanción de responsables.

No prevenir y atender la violencia contra las mujeres
tiene como resultado el menoscabo del ejercicio de sus
derechos humanos y de la plena participación en la vi-
da pública del país, ya que la violencia afecta sus po-
sibilidades de desarrollo, modifica su comportamiento
y limita su movilidad.
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En Morena seguiremos priorizando la protección y ga-
rantía de los derechos humanos de las mujeres, niñas y
adolescentes, en específico su derecho a una vida libre
de violencia.

Notas

1 ONU, “Día Internacional de la Eliminación de la Violencia con-

tra la Mujer, 25 de noviembre”, disponible en 

http://www.un.org/es/events/endviolenceday/ 

2 ENDIREH 2016, disponible en http://www.inegi.org.mx/salade-

prensa/boletines/2017/endireh/endireh2017_08.pdf 

3 Mario Luis Fuentes, “México social: la violencia contra las mu-

jeres”, 7 de noviembre de 2017, disponible en http://www.excel-

sior.com.mx/nacional/2017/11/07/1199605 

4 Feminicidios en México, en el país, disponible en https://el-

pais.com/especiales/2017/feminicidios-en-mexico/ 

5 UNETE, La regulación del delito de femicidio/feminicidio en

América Latina y el Caribe, disponible en 

http://www.un.org/es/women/endviolence/pdf/reg_del_femicici-

dio.pdf

Ciudad de México, a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Concepción Villa González (rúbrica)

CON MOTIVO DEL 25 DE NOVIEMBRE, DÍA INTERNACIO-
NAL DE LA ELIMINACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LA

MUJER, A CARGO DE LA DIPUTADA ROSA ALBA RAMÍREZ

NACHIS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO

CIUDADANO

A escala mundial, las cifras de violencia contra la mu-
jer son impresionantes, desafortunadamente cada año
van en aumento. Por eso, la Organización de las Na-
ciones Unidas, en su Asamblea General del 17 de di-
ciembre de 1999, estableció el 25 de noviembre como
el “Día Internacional de la Eliminación de la Violencia
contra la Mujer”, el cual busca concientizar y hacer
que la sociedad participe impulsando iniciativas sobre
lo importante que es erradicar la violencia contra la
mujer a escala mundial.

¿Dónde comenzó este movimiento?

Ente movimiento se remonta y tiene su origen en Repú-
blica Dominicana, un 25 de noviembre de 1960, cuando
un feminicidio alarmó a la comunidad de ese país y a to-
da Latinoamérica. Se trataba del asesinato de tres her-
manas por parte del dictador Rafael Leónidas Trujillo.1

Esto desembocó en que, para el año de 1981, el movi-
miento feminista latinoamericano comenzara distintos
movimientos en defensa de la mujer. Con múltiples
campañas en favor de la erradicación de la violencia
hacia el género femenino, por parte de los gobiernos
en muchos países y diferentes ONG para abordar este
problema social que lastimaba a toda la sociedad a es-
cala mundial.2

Revisando las estadísticas, nos damos cuenta que la
violencia hacia la mujer sigue siendo muy inquietante,
ya que éstas nos muestran que una de cada tres fémi-
nas ha padecido de violencia por parte de su conyugue
o pareja.

Otra estadística nos revela que de las alrededor de 4.5
millones de las victimas que sufren de explotación se-
xual, el 98 por ciento son mujeres y niñas. También
nos revela que de los feminicidios que sucedieron en
el 2012, uno de cada dos lo cometió un familiar cerca-
no o la pareja sentimental.

En nuestro país, las cifras no son muy alentadoras, ya
que las mujeres de 15 años o mayores han padecido al-
gún tipo de violencia. 
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La violencia contra la mujer en México no ha dismi-
nuido, esto lo demuestran los datos que el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía proporcionó, en los
que menciona que en los últimos 10 años, de 2006 a
2016, el porcentaje de violencia hacia la mujer es muy
similar. Dicho reporte manifiesta que en el 2006, 67
por ciento de las mujeres había sido víctimas de algún
hecho de violencia en su vida. Para el 2011, el porcen-
taje disminuyó relativamente a 62.8, pero para el 2016
desafortunadamente la violencia hacia la mujer se in-
crementó a 66.1. Con esos datos, el Inegi asume que
los porcentajes de 2006 a 2016 son similares.3

Otro dato que el Inegi proporciona es que sólo hay
nueve estados en nuestro país donde el índice de vio-
lencia contra las mujeres ha disminuido.

En primer lugar, se encuentra Nayarit donde la reduc-
ción fue de 9.3 puntos porcentuales, pasando de 64.7
en 2011 a 58.1 por ciento en el 2016. En segundo lu-
gar, está Sonora donde el índice bajó 7 puntos pasan-
do de 68.1 a 61.1 por ciento en el mismo periodo. En
tercer lugar, está Campeche que registró una disminu-
ción de 5.5 puntos, de 59.1 a 53.6 por ciento el índice
de violencia hacia la mujer.

También menciona otros estados donde se produjo una
mejora en el porcentaje de violencia hacia la mujer:
Nuevo León, San Luis Potosí, Colima, Veracruz, Tlax-
cala y Baja California Sur, mencionando que en los
dos últimos estados la reducción fue menor a un pun-
to porcentual.

Los estados sin cambios en sus porcentajes fueron Ba-
ja California y Chihuahua, y los que tuvieron un míni-
mo de incremento fueron Tabasco y Tamaulipas, am-
bos registrando menos de un punto porcentual.4

Por eso es urgente que el gobierno federal, en conjun-
to con los gobiernos estatales, implemente mecanis-
mos para ayudar a las mujeres que se encuentran en
indefensión por la violencia que mantienen sus parejas
sobre de ellas.

Notas

1 W Radio, 25 de noviembre, Día Internacional de la Eliminación

de la Violencia contra la Mujer, Penélope Duran, 25 de noviembre

de 2013.

h t t p : / / w r a d i o . c o m . m x / r a d i o / 2 0 1 3 / 1 1 / 2 5 / n a c i o -

nal/1385399940_023924.html

2 Wikipedia, Día Internacional de la Eliminación de la Violencia

contra la Mujer.

https://es.wikipedia.org/wiki/D%C3%ADa_Internacional_de_la_

Eliminaci%C3%B3n_de_la_Violencia_contra_la_Mujer

3 Excelsior, “México social: La Violencia contra las Mujeres”,

Mario Luis Fuentes, 7 de noviembre de 2017.

3 http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/11/07/1199605

4 Excelsior, “México social: La Violencia contra las Mujeres”,

Mario Luis Fuentes, 7 de noviembre de 2017.

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/11/07/1199605

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de noviembre de 2017.

Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica)
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